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08.3
DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES 
EN OTRAS ÁREAS TEMÁTICAS

BALANCE DEL DEFENSOR

1. 
El Defensor del Pueblo Andaluz ante la crisis económica
...

Junto a estos datos, existen otros parámetros que también definen de forma gráfica la realidad social y 
económica en 2014. Así, según datos del Observatorio social de la gente mayor un 19,9% de los hogares 
españoles tiene como principal fuente de ingresos la prestación de jubilación que percibe uno de sus 
miembros. Es decir, casi un 20% de los hogares españoles depende económicamente de los ingresos que 
aporta una persona pensionista.

Se trata de un dato que crece al ritmo de 2 puntos cada año y que hay que poner en relación con una 
realidad social surgida de la crisis en la que muchos padres o abuelos pensionistas han tenido que 
hacerse cargo de la supervivencia económica de toda su familia, incluidos muchas veces los nietos. Una 
realidad que se agrava si tomamos en consideración que la mitad de los pensionistas perciben unas 
prestaciones inferiores al salario mínimo y un 14% se sitúan en el umbral de la pobreza.

Por otro lado, y según datos de un informe presentado en octubre de 2014 por la Fundación FOESSA 
con datos correspondientes a 2013, 697.000 hogares en los que viven 2,1 millones de andaluces están 
en situación de exclusión social, lo que supone un 25,2% de la población. De ellos, 334.000 hogares 
están en situación de exclusión severa, lo que alcanza al 13,1% de la población andaluza.

Por lo que se refiere a la pobreza, según lo datos del Informe FOESSA la tasa de riesgo de pobreza 
y exclusión social alcanzaba en Andalucía el 38,3 % al finalizar 2013. Esto significa que 4 de cada 10 
personas se encontraban en nuestra Comunidad Autónoma en riesgo de pobreza o exclusión.

La pobreza infantil está más extendida y es más severa y más intensa en la infancia que en el resto 
de la población. En España, el 32,6% de los niños y niñas viven en riesgo de pobreza o exclusión social 
mientras que en Andalucía es el 45,3%.

También resultan significativos los datos aportados por este estudio sobre el impacto que las dificultades 
económicas han tenido en los hogares andaluces por los gastos derivados de la vivienda. 

Así es que el 46,6% de estos hogares se ve obligado a reducir los gastos de la casa; el 22,1% manifiesta 
no disponer de dinero suficiente para pagar gastos de la casa (hipoteca, alquiler, facturas de luz, agua...), 
y el 21,7% ha sufrido avisos de corte de luz, agua o teléfono. 

Asimismo, seis de cada 10 hogares andaluces (55%) se ven en dificultades para atender gastos imprevistos. 
Un dato que debemos relacionar con el 46,4% de hogares que tiene en Andalucía problemas importantes 
para llegar a fin de mes.

...
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2.3 
Servicios sociales

Desde el comienzo de la actual crisis económica hemos apreciado un significativo aumento de quejas por 
problemas económicos y sociales relacionados con el alto índice de paro, la bajada del nivel adquisitivo, 
el deterioro de las condiciones de vida de la población y la falta de redes sociales para su atención. 

Muchas de las personas afectadas no formaban parte de colectivos vulnerables y nunca pensaron 
encontrarse en la situación actual. Pero la pobreza no sólo es económica, afecta a otros muchos ámbitos 
de la vida como la Salud, la vivienda o la Educación. Ello ha dado lugar a que se vean abocadas a reclamar 
cada vez en mayor medida auxilio de las administraciones y las organizaciones sociales dedicadas a la 
solidaridad. 

El papel de éstas (Cáritas, Cruz Roja, Bancos de Alimentos, Cocinas Económicas, etc ...) está resultando 
imprescindible a la hora de amortiguar las carencias que demuestran las diferentes administraciones 
para resolver las muchísimas solicitudes de ayuda social de diferente tipo.

La pobreza infantil está más extendida y es más severa y más intensa en la infancia que en el resto de la 
población. En España, el 32,6% de los niños y niñas viven en riesgo de pobreza o exclusión social mientras 
que en Andalucía es el 45,3%. Las desigualdades es una de las principales causas y consecuencias de la 
pobreza y la exclusión social infantil. Ello es consecuencia de la pobreza familiar debido a que la falta de 
recursos sociales está llevando a una pobreza estructural y profunda.

En el eje social relacional, hemos visto como las redes sociales se debilitan por la prolongación de la crisis 
y la acumulación de miembros de la familia en paro, a lo que se une la falta de ayudas sociales, como 
consecuencia de las denominadas políticas de austeridad presupuestaria que se han mostrado ineficaces 
para reducir la vulnerabilidad de las personas. 

Por el contrario éstas amenazan con destruir buena parte de los avances sociales conseguidos en la 
democracia, con enormes consecuencias sobre la desigualdad, pobreza y exclusión.

Al comienzo de la crisis, fue la familia el mayor elemento de protección e inserción, aunque debemos 
referenciar ese 6,1% de personas que vive solas y que carecen de ese importante pilar. Sin embargo, la 
extensión de este periodo ha llevado a su empobrecimiento y mermado su capacidad de respuesta. El 
dato de los hogares afectados por privación material y pobreza se ha incrementado en el 50% hasta ahora.

Sin embargo, en Andalucía debemos reconocer que aún existe una alta densidad relacional que ha 
permitido que la red se extienda más allá de la familia, y se cuente con un importante capital humano 
constituido por el entorno familiar y vecinal que ha cubierto en parte la falta de ayuda para lo más 
elemental (alimentación, energía o ayudas de todo tipo).

Las políticas subordinadas a la austeridad y recortes han tenido un efecto demoledor en la sociedad, 
llegando a disminuir el número de hogares que ha dejado de percibir ayudas sociales en este periodo, 
acudiendo a la ayuda mutua a la que nos referíamos y la red de ONGs, que aun viendo mermado sus 
ingresos en este año al no haberse resuelto la convocatoria de subvenciones, con los medios y aportaciones 
ciudadanas han seguido dando ayudas a los más necesitados. 

Este dato viene avalado a nivel nacional con la reducción sufrida en el Sistema de Servicios Sociales y 
Dependencia desde el presupuesto de 2012, que ha llegado a ser de más de 2.500 millones de euros, 
en tres ejercicios (2012-2014) respecto al gasto del año 2011. Siendo la diferencia en este periodo del 
–28%. Ello ha llevado a una reducción del número de personas atendidas en el país, en cifras cercanas 
a los 28.000 del sistema de dependencia, llegando a atender solo en base a la tasa de reposición y no 
en todos los territorios. 

En Andalucía existió una paralización de entradas en el sistema a lo largo de 2013 y hasta mediados de 
2014, en el que se inició una revisión de los PIAS pendientes y se inició un movimiento de incorporaciones 
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en base a las bajas producidas. Es de esperar que a lo largo de 2015 podamos asistir a una mayor 
agilización y a nuevas incorporaciones.

No todas las personas usuarias de los Servicios Sociales son personas en situación de dependencia, 
aunque sí todas las personas en situación de dependencia son usuarias de los Servicios Sociales. Ello ha 
llegado a provocar un colapso de éstos y una falta de respuesta a las acciones preventivas, protectoras 
y de promoción recogidas desde la Ley de Servicios Sociales de Andalucía.

En cuanto a las posibles herramientas de las que se han dotado los Servicios Sociales Locales, para 
atender las situaciones de necesidad de la ciudadanía, debemos destacar las ayudas de emergencia social 
propias de los municipios, con una fuerte limitación presupuestaria; Los Decretos Leyes de la Junta de 
Andalucía 7/2013 y 8/2014 de medidas extraordinarias y urgentes para la inclusión social y la lucha contra 
la exclusión, a través del empleo y el fomento de la solidaridad en Andalucía y el Programa de Solidaridad 
con los Andaluces como las herramientas a la que se derivan a aquellos que carecen de ayuda.

Debemos reconocer los intentos de los ayuntamientos por atender esas demandas, pero la realidad de los 
recortes brutales en Servicios Sociales ha supuesto que la aportación del Estado haya caído en Andalucía 
a través del Plan Concertado en un 180%, cuando la demanda se ha incrementado. Para salvar las quejas 
derivadas a estos desde la Defensoría, se han visto obligados a contestar haciendo un largo historial de 
las ayudas recibidas en los últimos años por las personas afectadas, sin que se les haya podido atender 
de forma prioritaria en las actuales circunstancias.

Son los salarios indirectos (pensiones, subsidios, asignaciones familiares, provisión de bienes, programas 
alimentarios) los que más han sufrido los efectos perversos de los recortes. Junto a éstos, las políticas de 
igualdad de oportunidades para sectores genéricos (mujeres, jóvenes, personas mayores, adicciones...). 
En términos de género, ha habido una igualación por debajo, aunque son las mujeres solas con cargas 
familiares, responsables en solitario de sus hogares, las que más han sufrido estos efectos. Junto a éstas 
las personas menores y jóvenes, ya que en estos últimos las claves las tenemos que ver de futuro, pues 
pierden oportunidades de futuro que no podrán recuperar en ningún caso. También la perspectiva nacional 
o étnica está muy presente, ya que la población inmigrante o la de etnia gitana, por su pertenencia a una 
determinada escala social, se han visto duramente castigada.

En relación al denominado Programa de Solidaridad, ha sido la línea de actuación social que más ha sufrido 
estas consecuencias a lo largo de 2014. Se partía de un presupuesto idéntico al del año 2013, cuando 
era previsible que existiese una mayor demanda y con ello el déficit estuviese asegurado. El número de 
quejas en relación con este programa ha supuesto un incremento, con respecto al 2013 de casi un 300%.

Las peticiones de las personas afectadas eran reiteradas y siempre el argumento central era la consideración 
de este ingreso mínimo de solidaridad como el único medio y esperanza para sus circunstancias. Lo peor 
de esta situación era que las previsiones para el año próximo, según los presupuestos aprobados, nos 
llevan a una foto idéntica o peor a la del año 2014, ya que a las posibles demandas que vayan a existir se 
unen las más de 41.400 solicitudes que han quedado pendiente de reconocimiento y pago de este año. 
Nos encontramos por tanto con un programa obsoleto, que se encuentra fuera del contexto general de 
la crisis y que requiere nuevas formas de abordar estas situaciones.

3.2 
Renta de garantía de ingresos mínimos

Desde la Defensoría, ante el panorama descrito en la parte expositiva de esta capítulo y el gran número 
de personas y familias que se encuentran en situación de vulnerabilidad, en situación de exclusión social 
o en riesgo de estarlo, consideramos necesario llegar a cumplir los compromisos que existían para esta 
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legislatura de creación de la Renta Básica, como la mejor solución para atender las demandas de los 
sectores sociales que peor lo están pasando y que requieren de la atención de las Administraciones. 

Además de entender que es necesario desarrollar lo recogido en el artículo 23 del Estatuto de Autonomía 
de Andalucía, en el que se hace referencia a la construcción de un Sistema Andaluz de Renta Básica que, 
por una parte, reconozca el derecho estatutario a una renta que garantice unas condiciones de vida digna 
y a recibirla, en caso de necesidad, con arreglo a lo dispuesto en la ley y, por otra, eliminar el riesgo de 
exclusión social, personal y laboral, facilitando la inclusión de quienes carezcan de recursos suficientes 
para que los derechos sociales puedan ser ejercidos de forma efectiva.

Esta idea ha estado presente en el trabajo de la Institución en 2014, ya que tanto en la intervención 
de Defensor en el grupo de trabajo del Parlamento Andaluz sobre la Renta Básica como en la jornada 
celebrada en este año para dicho fin, hemos apostado por un modelo de Renta Básica Condicionada que 
fuera percibida por las personas que reúnan una serie de requisitos, y siempre y cuando mantengan los 
mismos, se garanticen los medios económicos necesarios que les permita hacer frente a las necesidades 
básicas e imprescindibles para vivir con dignidad. 

Ello supondría partir del principio de una renta o ingreso económico suficiente, al mismo tiempo que se 
pueda contar con el apoyo personalizado para la inserción laboral y/o la inclusión social, en el supuesto 
de que la persona lo necesitase.

Junto a ello, vemos necesario fortalecer unos valores cívicos y un sistema de bienestar que la crisis en 
estos años se ha encargado de destruir.

CAPÍTULO 01.I Administraciones Públicas, 
Administraciones Tributarias y Ordenación Económica	

01.I.2.2.3 
Subvenciones
...

A este respecto, cabe traer a colación el supuesto analizado en la queja 13/5746, promovida por la 
Coordinadora Andaluza de ONGD.

En ella, la entidad afectada exponía las dificultades que estaba teniendo para el cobro de subvenciones ya 
concedidas en el marco de las convocatorias para la realización de proyectos de cooperación internacional 
de los años 2010 y 2011. 

El motivo alegado por la Agencia Andaluza de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AACID) consistía 
en la imposibilidad de proceder al abono de los proyectos aprobados hasta que los procesos de justificación 
de proyectos ejecutados por subvenciones concedidas en ejercicios anteriores no estuviesen concluidos.

No obstante, el problema que se suscitaba no partía en sí de la realización de tales tareas de comprobación, 
sino del retraso excesivo con el que dichos trabajos se estaban acometiendo como consecuencia de la 
carencia de medios personales y económicos para su desempeño, lo que a su vez estaba provocando la 
imposibilidad para las ONGD de percibir nuevas subvenciones en aplicación de lo dispuesto en el inciso 
primero del apartado primero del artículo 124 del Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, según 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%C3%B3n-sobre-el-cobro-de-las-subvenciones-ya-concedidas-para-proyectos-de-cooperaci%C3%B3n-in


42INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

el cual “No podrá proponerse el pago de subvenciones a personas o entidades beneficiarias que no hayan 
justificado en tiempo y forma las subvenciones concedidas con anterioridad con cargo al mismo programa 
presupuestario por la Administración de la Junta de Andalucía y sus agencias”.

Ante tales circunstancias, esta Defensoría dirigió Resolución a la AACID señalándole la conveniencia de 
evaluar el grado de eficacia de los procesos arbitrados para la evaluación de las justificaciones aportadas 
de los proyectos ejecutados, con el fin de implementar las medidas correctoras que, en su caso, resultasen 
pertinentes; habida cuenta que lo contrario podría suponer la generación de graves menoscabos a los 
derechos de las ONGD y, en última instancia, la puesta en peligro de la viabilidad de procesos de desarrollo 
iniciados y de las propias entidades que los impulsan.

Asimismo, con respecto a las cuestiones que se suscitaron durante la tramitación de la queja en relación 
a la posibilidad de excepcionar la consecuencia descrita en el inciso primero transcrito, al amparo de lo 
dispuesto en el inciso segundo de tal artículo 124.1, esta Defensoría señaló que en efecto tal posibilidad 
se encontraba contemplada en la norma y que el recurso a la misma había sido apuntado por parte de 
la Intervención General.

No obstante, indicamos que en cualquier caso el recurso a esta vía debería ser excepcional y en ningún 
caso debería conllevar una relajación en los controles que, a posteriori, hubiesen de realizarse sobre el 
adecuado destino de los fondos públicos.

Y añadimos que la carencia de medios personales para llevar a cabo el proceso de verificación no 
constituye, per se, una causa para justificar la exceptuación señalada, toda vez que la norma requiere 
la concurrencia de razones de especial interés social que, en todo caso, habrían de ser apreciados y 
justificados por la AACID.

Adicionalmente, se puso de manifiesto durante la tramitación de la queja posibles dudas interpretativas 
respecto del momento en que ha de entenderse cumplido, por parte de las entidades beneficiarias de 
subvenciones, el deber de justificar en tiempo y forma las subvenciones concedidas con anterioridad con 
cargo al mismo programa presupuestario por la Administración de la Junta de Andalucía y sus agencias.

A este respecto, y al hilo de un informe jurídico aportado por la parte promotora de la queja y de un 
proceso de análisis acometido por la Institución, se consideró que existían argumentos jurídicos suficientes 
para justificar el que por parte de la Intervención General se analizase de nuevo la situación descrita 
en la queja al objeto de evaluar si, al amparo de tales razonamientos o de cuantos otros se estimasen 
oportunos, procedía incorporar algún tipo de corrección, matización o modulación sobre los criterios 
interpretativos mantenidos por dicha Intervención General.

Tal Sugerencia fue atendida, de forma que dicha Intervención acometió el análisis que propusimos. 
Por este motivo, y a pesar de que la conclusión final de dicho análisis fue la de mantener los criterios 
interpretativos habidos hasta la fecha, dimos por concluidas nuestras actuaciones entendiendo aceptada 
nuestra Resolución.

Tal como muy bien expresa la Exposición de Motivos de la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte en 
Andalucía, desde hace tiempo, el deporte ha sido un claro ejemplo de integración social, hasta el punto 
que determinadas actividades deportivas se han convertido en ejemplo de tolerancia entre pueblos, 
razas, culturas y, cómo no, entre hombres y mujeres. 

No obstante, aún en la actualidad, se siguen dando ingratas excepciones a esta regla general o, cuanto 
menos, supuestos en los que se hace preciso un mayor esfuerzo para favorecer la plena igualdad de 
trato y de oportunidades.

Para ello, se encomienda a las administraciones públicas la especial atención a las circunstancias relacionadas 
con la condición de mujer y con la discapacidad. 

Así, el artículo 48 de la Ley para la Promoción de la Igualdad de Género, se establece que «Los poderes 
públicos de Andalucía, en el contexto general de garantías de los derechos de las personas con discapacidad, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%C3%B3n-sobre-el-cobro-de-las-subvenciones-ya-concedidas-para-proyectos-de-cooperaci%C3%B3n-in
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desarrollarán acciones para las mujeres con discapacidad, teniendo como eje transversal de las políticas 
públicas sus necesidades específicas, con el fin de asegurar su inclusión y acceso en igualdad a todos los 
ámbitos de la sociedad.»

Asimismo, el artículo 8.2 de la Ley 51/2003, de 2 de Diciembre, de igualdad oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad: «Los poderes públicos adoptarán las medidas 
de acción positiva suplementarias para aquellas personas con discapacidad que objetivamente sufren 
un mayor grado de discriminación o presentan menor igualdad de oportunidades, como son las mujeres 
con discapacidad.».

En nuestro informe anual del pasado año, dábamos cuenta de la tramitación de la queja 13/292, cuya 
tramitación ha culminado en el presente ejercicio, en la que una mujer con discapacidad visual del 78%, 
nos trasladaba las dificultades con las que se estaba encontrando para participar en competiciones 
oficiales de atletismo (carreras populares y medias maratones) en la categoría específica de mujer con 
discapacidad.

La queja se concretaba en la falta de previsión de esta categoría en distintas competiciones organizadas 
por Administraciones públicas, cuando sí se había recogido para el caso de hombres. Se apelaba pues 
al artículo 56.2 de la Ley 12/2007, de 26 de Noviembre, para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía, cuando señala: «Las Administraciones públicas favorecerán la efectiva apertura de las disciplinas 
deportivas a las mujeres impulsando su participación en los diferentes niveles y ámbitos del deporte.»

Finalmente se hacía referencia al II Plan de acción integral para personas con discapacidad, una de cuyas 
estrategias es la de mejora del acceso al deporte.

Pues bien, una vez recibidas las respuestas de los diferentes organismos consultados, a saber, la Dirección 
General de Personas con Discapacidad, la Dirección General de Actividades y Promoción del deporte, la 
Federación Andaluza de Atletismo y el Instituto Andaluz de la Mujer, podemos extraer las siguientes conclusiones:

Las Federaciones Deportivas Andaluzas, son entidades privadas, sin ánimo de lucro, con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obras, debiendo sólo existir una de ellas por cada modalidad deportiva 
conocida en Andalucía, con excepción de las federaciones polideportivas que puedan constituirse para 
la práctica de los deportes por disminuidos físicos, psíquicos, sensoriales, ciegos o mixtos. 

Resultado de esta excepción es lo que se recoge en los estatutos de la Federación Andaluza de deportes 
para ciegos, en la que se encuentra como especialidad, entre otras, la de atletismo.

Las federaciones Deportivas, además de competencias propias pueden ejercer competencias delegadas 
por la Administración, encontrándose entre estas, las de calificar y organizar en su caso, las actividades 
y competiciones oficiales de ámbito autonómico.

Por su parte, las Entidades Locales, pueden ejercer por sí o asociadas, funciones de organización y 
autorización de manifestaciones deportivas en su territorio, específicamente las de carácter popular.

Por su parte, la Federación Andaluza de Atletismo, nos decía que en muchas ocasiones se había encargado 
de integrar en sus pruebas a atletas con discapacidad tanto física como intelectual, a fin de propiciarles 
competiciones deportivas que encuentran en su propia federación y que, en pos de apoyar este tipo de 
acciones, cuando una prueba incluya categoría de discapacitados recomendarían a la organización que 
se incluya a ambos sexos.

Tras dar traslado de todo ello a nuestra reclamante para oír alegaciones, no presentó ninguna, por lo que 
entendimos que básicamente estaba de acuerdo con la información recibida y con los compromisos que 
asumían las partes, con la finalidad de que hechos de esta naturaleza no se produzcan.

...
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CAPÍTULO 01.IV EDUCACIÓN

01.IV.1.7
Equidad en la educación

...

Respecto de la educación especial, han sido muchas las quejas donde se pone de relieve que la atención 
al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo ha sufrido un importante deterioro por 
las limitaciones presupuestarias y las medidas de contención del gasto público como consecuencia de 
la adversa coyuntura económica. Existe un temor en la comunidad educativa, no infundado, a que los 
logros y avances conseguidos en los últimos años sufran un importante retroceso.

La temática de las reclamaciones corroboran esta inercia. Falta de adaptación del mobiliario y material para el 
alumnado con discapacidad (quejas 14/874, 14/2453, 14/316, 14/5432); utilización del profesorado de apoyo 
para sustituir a otros profesores, en detrimento de la atención al alumnado con necesidades especiales (queja 
14/5577); falta de recursos materiales para las aulas de apoyo o específicas. Sin embargo, las reclamaciones 
más numerosas están relacionadas con la ausencia o escasez de profesionales para atender a este tipo de 
alumnos, especialmente de monitores de educación especial y de profesorado de pedagogía terapéutica.

No podemos negar que en los últimos tiempos se han producido significativos avances en la atención al 
alumnado afectado por discapacidad. La apuesta por su integración en centros ordinarios y normalizar las 
respuestas educativas en Andalucía ha sido clara y generalizada. También se han producido modificaciones 
normativas y organizativas, además de ampliarse el colectivo de personas consideradas potenciales sujetos 
de dichas necesidades educativas. Sin embargo, poca efectividad tendrán estas loables proclamas si 
paralelamente no se dota a los colegios de los recursos personales y materiales necesarios para atender 
las necesidades específicas y diversas de cada alumno, bien se encuentre escolarizado en un aula de 
apoyo o en un aula específica. 

Recordemos que las aulas específicas tienen como finalidad favorecer el desarrollo del alumnado, 
permitiendo una atención y tratamiento más personalizado, tanto en el ámbito educativo como en el 
afectivo y social. Del mismo modo debemos tener presente la importante labor asistencia que desarrollan 
los monitores de educación especial, la cual abarca la supervisión frecuente del alumnado; la ayuda en 
los desplazamientos, en el transporte escolar, o en el comedor escolar. 

Pues bien, ocurre que cuando la Administración educativa no proporciona a estos recursos –aulas de 
apoyo o específicas- los servicios de los monitores o, en su caso, decide que dichos servicios han de ser 
compartidos con otros colegios, parte del trabajo ha de ser suplido por las familias. 

Las idas y venidas diarias al colegio, especialmente cuando el niño o niña no controla esfínteres, incide 
gravemente en la vida familiar y personal de los padres. Algunos de ellos se ven obligados a abandonar 
sus trabajos o ven limitadas las posibilidades de búsqueda por la disposición que están obligados a tener 
para acudir al colegio cuando son requeridos durante el periodo de tiempo en que el monitor no se 
encuentra en el centro. Con todo, el principal objeto de queja de estas familias no son las molestias que 
les pueda ocasionar su constante presencia en el centro o la imposibilidad de conciliar esta tarea con su 
vida laboral. Lo que realmente les inquieta es la calidad de la atención que reciben sus hijos. 

En estos casos, nuestra Institución, tras valorar detenidamente las circunstancias que concurren en 
cada uno de ellos, se muestra proclive a las peticiones de los familiares, en muchas ocasiones avaladas 
por el equipo directivo del colegio, en cuanto a la necesidad de que, para proporcionar a los niños una 
atención educativa de calidad, es necesario que cuenten con los servicios de un profesional que ejerza 
las funciones de monitor durante toda la jornada escolar y no sólo a media jornada, como viene siendo 
práctica en muchos colegios, que comparten entre sí el profesional diariamente o en jornadas alternas.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/un-alumno-con-necesidades-especiales-consigue-su-orden
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/un-menor-con-necesidad-educativa-especial-contar%C3%A1-con-el-ordenador-que-necesita-para-su-apre


45INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

Otros servicios muy demandados son los del profesor de audición y lenguaje. No resulta tarea fácil dar respuesta 
al interrogante sobre la suficiencia de los servicios prestados por estos profesionales para la adecuada 
atención de los niños. Y es que cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta al alumnado 
con necesidades específicas de apoyo educativo se encuentra plenamente justificada. Sin embargo, debemos 
ser realistas y rigurosos al abordar este tema para no caer en la utopía, especialmente en épocas de crisis. 

Pues bien, de todos es conocido el debate en torno a la prestación del servicio de audición y lenguaje en el 
sentido de clarificar y determinar qué parte ha de ser prestado por la Administración educativa y qué parte 
por la Administración sanitaria. Estos servicios se suelen combinar entre el colegio y los centros de atención 
temprana en los que el lenguaje es una de las líneas de trabajo con los menores usuarios del servicio.

Partiendo de esta necesaria prudencia, entendemos que lo procedente es valorar las circunstancias 
concretas que confluyen en cada colegio, teniendo en cuenta las patologías de los alumnos, especialmente 
cuando se encuentran afectados por el trastorno del espectro autista. Baste recordar que cualquier 
programa de intervención con estos niños debe ser especialmente individualizado y estructurado, prueba 
de ello es que la ratio profesor-alumno en las aulas donde se atiende a este tipo de alumnado es inferior 
a cualquier otra de necesidades educativas especiales.

Junto a las patologías de los alumnos, para determinar las necesidades de los profesionales de audición 
y lenguaje se habrá de tener en cuenta, asimismo, los correspondientes dictámenes de escolarización, y, 
como no, la opinión de dichos profesionales. (Queja 13/5695). 

En otras ocasiones, el problema tiene su origen en una deficiente planificación de la Administración a 
la hora de determinar los recursos necesarios al comienzo del curso escolar. Es habitual que cuando se 
inicia el curso, en el mes de septiembre, cada Delegación Territorial de Educación tenga conocimiento 
de los niños y niñas con necesidades educativas especiales, de la elección del centro realizada por las 
familias, así como de los recursos necesarios conforme a los dictámenes de escolarización emitidos por 
los equipos de orientación educativa. De ahí que vengamos censurando que cuando comienza el curso 
escolar no cuente ya el colegio con todos los profesionales necesarios, debiendo esperar hasta bien 
avanzado el primer trimestre para que se complete la plantilla. Demandamos, por tanto, un mejor ejercicio 
de la actividad de planificación de recursos, evitando las incidencias y disfunciones que se producen en 
este ámbito cada mes de septiembre. 

Destacamos también en este ámbito los retos a los que se enfrentan las familias cuando el menor 
padece alguna patología que requiere asistencia sanitaria durante la jornada escolar. Unas situaciones 
que, cuando se producen, requieren un esfuerzo adicional de toda la comunidad educativa, en especial 
del personal del colegio ya que se ve abocado a conocer las enfermedades, sus síntomas y cómo actuar 
en situaciones críticas. 

Nos enfrentamos a un problema ciertamente complejo por la variedad de patologías, lo que impide un 
tratamiento unitario o común en su abordaje. La Administración educativa ha venido realizando esfuerzos 
para homogenizar, en la medida de lo posible, las acciones a desarrollar por cada uno de los agentes 
implicados en la atención a este tipo de alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. 
Fruto de este trabajo ha sido la elaboración de un protocolo de actuación denominado “La atención 
educativa al alumnado con enfermedad crónica en la escuela” que recoge 4 tipo de actuaciones referidas 
al alumnado con convulsiones, al alumnado con diabetes, al alumnado con cardiopatías, o al alumnado 
con alergias. También ha suscrito la Consejería de Educación convenios y acuerdos con asociaciones y 
entidades representativas de este alumnado.

Pero las quejas evidencian que existen todavía alumnos que encuentran serias dificultades para recibir 
la atención sanitaria que precisan dentro del colegio. Son aquellos afectados por una grave patología 
orgánica que, sin ser crónica, requieren, por prescripción facultativa, una atención sanitaria específica 
durante la jornada escolar. 

No parece razonable, con independencia de las trabas jurídicas a las que habría de enfrentarse, que la 
Administración educativa deba contratar los servicios de personal sanitario en el centro escolar. Sin embargo, 

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-una-monitora-de-educaci%C3%B3n-especial-tiempo-completo-para-un-colegio
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hemos de tener en cuenta que tampoco es posible delegar determinadas acciones o prestaciones en los 
profesionales del colegio -que carecen de cualificación necesaria- para evitar complicaciones indeseables 
y no incurrir en intrusismo profesional.

Ante esta tesitura, consideramos que la solución a estos casos, no numerosos pero de suma trascendencia 
incluso para la propia vida del alumno, requiere aunar esfuerzos entre la Administración sanitaria y la 
Administración educativa para que, previo el establecimiento del instrumento legal correspondiente, el 
alumno pudiera recibir en el colegio asistencia sanitaria, la cual podría ser proporcionada por personal 
sanitario de los centros de salud próximos o cercanos a los colegios desde los que se demanden los 
servicios. (Quejas 14/3225 y 14/4855).

...

01.IV.2.2 
Acceso a la Universidad por el cupo reservado 
a personas con discapacidad

La inclusión en la normativa que regula el acceso a los estudios universitarios de un cupo de plazas 
reservadas para personas con discapacidad supuso un gran avance en la lucha por la integración educativa 
y social de este colectivo y representó un ejemplo claro de las políticas de discriminación positiva hacia 
las personas con discapacidad.

Tras años en que la aplicación de este cupo reservado se desarrolló sin problemas dignos de mención, 
durante 2014 surgieron algunos problemas que obligaron a esta Institución a intervenir de oficio y que 
vinieron originados, en un caso por una modificación normativa poco acertada y, en otro caso, por la 
falta de concreción de la normativa acerca de la forma de acreditar los requisitos exigidos para el acceso 
por este cupo.

En relación con el primero de los casos señalados, el problema surge con la regulación que de este 
cupo de reserva para personas con discapacidad realizó el artículo 26 del Real Decreto 412/2014, que 
textualmente señala lo siguiente:

«Se reservará al menos un 5 por 100 de las plazas ofertadas para estudiantes que tengan reconocido un 
grado de discapacidad igual o superior al 33 por 100, así como para aquellos estudiantes con necesidades 
educativas especiales permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, que durante 
su escolarización anterior hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa.

A tal efecto, los estudiantes con discapacidad deberán presentar certificado de calificación y reconocimiento 
del grado de discapacidad expedido por el órgano competente de cada Comunidad Autónoma.»

Esta norma sustituye a la regulación contenida en el Real Decreto 1892/2008, de 14 de noviembre, que 
queda derogado y que regulaba este cupo en su artículo 5, incluyendo el siguiente precepto:

«No obstante, y en atención a las personas con discapacidad, cuando no se oferte una titulación y centro en la 
fase extraordinaria, por haberse cubierto la totalidad de las plazas en la fase ordinaria, pero alguna o algunas 
plazas de este cupo de reserva fueron acumuladas al cupo general en la fase ordinaria por no haber solicitantes 
suficientes, las universidades podrán aumentar las plazas, hasta completar el 5 por 100, para que accedan los 
estudiantes con discapacidad que participen en la fase extraordinaria.» 

Esta medida permitía a las personas con discapacidad optar al cupo de reserva en el mes de septiembre 
ya que, hasta entonces, las plazas reservadas para discapacidad que no hubieran sido ocupadas se 
acumulaban al cupo general en la convocatoria ordinaria y no volvían a ser ofertadas.
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La nueva regulación contenida en el Real Decreto 412/2014, aunque establece al igual que la anterior que 
las plazas que no se cubran de cada cupo de reserva pasarán al cupo general, no regula expresamente 
que cuando se agoten las plazas de una titulación y centro en la convocatoria ordinaria puedan ampliarse 
las plazas inicialmente ofertadas con objeto de alcanzar el mínimo del 5% en favor de las personas 
con discapacidad. Esto ha supuesto, que en el curso 2014-2015 algunas de estas personas se hayan 
encontrado que no existía oferta de plazas para los estudios deseados en el mes de septiembre, a 
pesar de que el cupo no se habría agotado en la convocatoria ordinaria de septiembre. Ello les supone 
tener que esperar un curso entero para poder desarrollar sus estudios universitarios, a pesar de los 
esfuerzos realizados para llegar hasta aquí, volviendo así al panorama existente antes de la aprobación 
del Real Decreto 1892/2008.

Antes esta situación, el Defensor del Pueblo Andaluz consideró oportuno iniciar una actuación de oficio, 
que se concreto en la queja 14/4576. En el curso de dicha actuación nos dirigimos a las Universidades 
públicas de Andalucía y a la Comisión de Distrito Único Universitario de Andalucía trasladándoles una serie 
de Sugerencias con objeto de que se admitieran las solicitudes de las personas con discapacidad que 
hubieran participado en la convocatoria de septiembre del proceso de preinscripción universitaria, aun 
cuando no se hubieran ofertado plazas en la titulación y centro por haberse cubierto la totalidad de las 
plazas en la fase ordinaria, siempre que alguna o algunas de las plazas del cupo de reserva ofertadas en 
la fase ordinaria de junio hubieran sido acumuladas al cupo general por no haber solicitantes suficientes.

La respuesta recibida de las Administraciones interpeladas a estas Sugerencias podemos calificarla 
de muy positiva, por cuanto se acordó por la Comisión de Distrito Único Universitario de Andalucía, en 
la sesión celebrada el 6 de octubre de 2014, que se atendería a quienes reunieran los requisitos para 
acceder por el cupo de discapacidad en la fase 2 (siempre que no se hubiese agotado la reserva del 5% 
de plazas en la fase 1). Esta decisión habría supuesto la ampliación de un total de 19 plazas para todo 
el Distrito Único andaluz. Por otra parte, tuvimos conocimiento de que en la misma sesión de debate 
se habría acordado remitir una carta al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte con objeto de que 
se regulase expresamente el mantenimiento del cupo de reserva para personas con discapacidad en la 
fase extraordinaria.

En este mismo sentido, la Defensora del Pueblo del Estado -a la que expusimos el problema detectado- 
nos ha trasladado que ha dirigido una Recomendación a la Dirección General de Política Universitaria 
(Ministerio de Educación, Cultura y Deporte) para que aborde la modificación de la normativa que regula 
el acceso a los estudios de Grado y se recoja expresamente la reserva del cupo de discapacidad en el 
mes de septiembre.

Aplaudimos esta iniciativa ya que, en tanto no se produzca la modificación normativa instada al Ministerio, 
las Universidades andaluzas no podrán reservar las plazas del cupo de discapacidad para la convocatoria 
de septiembre, sino únicamente articular la ampliación de plazas respecto de las inicialmente aprobadas, 
tal como se ha hecho para el presente curso 2014-2015, con objeto de poder atender la demanda de las 
personas con discapacidad.

El otro supuesto problemático ocurrido durante 2014 en relación a este cupo de reserva de plazas para 
personas con discapacidad se originó en relación a las personas con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, que durante su escolarización 
anterior hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa. Estas personas 
tienen derecho de acceso a la Universidad por este cupo de reserva, pero tienen dificultades para poder 
ejercer este derecho al no quedar explicitado en la normativa reguladora cuales son los documentos 
que acreditan esta situación.

Tras recibir algunas quejas por este motivo, se consideró oportuno iniciar de oficio la queja 14/2981, en 
el curso de la cual nos dirigimos a la Comisión de Distrito Único Universitario de Andalucía, así como a las 
distintas Universidades públicas de Andalucía con objeto de conocer la incidencia que tienen las solicitudes 
de acceso por el cupo de plazas reservadas a personas con discapacidad por presentar necesidades 
educativas especiales asociadas a discapacidad y la respuesta que se hubiera ofrecido en cada caso.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-que-se-mantenga-en-septiembre-el-cupo-de-reserva-para-personas-con-discapacidad-en-l
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-ampliar-las-plazas-del-cupo-de-discapacidad-en-septiembre-hasta-alcanzar-el-5-de-res
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/abrimos-queja-de-oficio-por-el-acceso-estudios-de-grado-por-el-cupo-de-reserva-de-personas-c
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En la información recibida se pone de manifiesto que, hasta la fecha, las personas que han solicitado 
acogerse a esta vía no han podido acreditar tener una discapacidad que originase las medidas educativas 
especiales permanentes, habiéndose incluso facilitado un plazo adicional para que pudiesen ser valoradas 
en la preceptiva discapacidad por el órgano competente.

Por otra parte, en relación con la posible solución al asunto expuesto se destacan las dificultades que 
entraña la falta de un marco legislativo superior que permita avanzar de manera coordinada a las 
Comunidades Autónomas en relación con el desarrollo de medidas educativas especiales asociadas a 
condiciones de discapacidad.

Dado que en el proceso de admisión a los estudios universitarios participan personas de toda España, 
se sostiene, con buen criterio, que los mecanismos deberían ser comparables.

En cualquier caso se nos indica que, en el próximo Acuerdo de Distrito Único que regirá la admisión al curso 
2015-2016, se recogerá la presentación de aquellos documentos que sean más apropiados para acreditar, 
al menos en el entorno andaluz, la condición de las personas con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, y que durante su escolarización 
anterior hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa.

A la vista de esta información, de la que se desprende que el problema planteado en la presente queja se 
encuentra en vías de ser solucionado, procedimos a dar por concluidas nuestras actuaciones. Sin perjuicio 
de ello, también nos hemos dirigido a la Defensora del Pueblo del Estado con objeto de someter a su 
consideración la posibilidad de intervenir en este asunto ante todo el territorio español a fin de evitar 
que puedan producirse situaciones de desventaja para el alumnado procedente de otras Comunidades 
Autónomas.

01.IV.3
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones

...

•	 Queja 14/5654, dirigida a la Consejería de Educación, Cultura y Deporte, relativa al seguimiento del 
Informe Especial elaborado por la Institución sobre centros específicos de educación especial en 
Andalucía.

...

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/el-plan-de-actuaci%C3%B3n-para-la-mejora-de-la-atenci%C3%B3n-educativa-en-centros-de-educaci%C3%B3n-especia


49INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

CAPÍTULO 01.V Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social	

01.V.2.1.2
La necesaria acreditación de la capacidad funcional 
para el desempeño del puesto de trabajo

En el expediente de queja 13/6115 relativo a la exigencia de acreditación de capacidad funcional  en 
convocatoria de acceso a la condición de personal laboral fijo de la Administración de la Junta de Andalucía, 
analizamos la contradictoria actuación de diferentes órganos y centros directivos de dicha Administración, 
toda vez que si bien el grado de discapacidad es emitido por los órganos dependientes de la Administración 
de Servicios Sociales, la capacidad funcional resultante de dicha discapacidad ha de ser valorada por el 
Departamento en que se integre el puesto de trabajo convocado.

En este sentido, mediante Orden de 14 de noviembre de 2008, se convocaron pruebas selectivas para el 
acceso a la condición de personal laboral fijo, por el sistema de concurso, en las categorías profesionales 
del Grupo IV del convenio colectivo del personal laboral al servicio de la Junta de Andalucía, con la 
correspondiente reserva de plazas para aspirantes con la condición de discapacidad, requiriendo para 
aquellos que superasen el proceso, la aportación de certificado que especifique el grado de discapacidad 
reconocido, así como la capacidad para desempeñar las funciones de la plaza que solicite. 

A esos efectos, desde la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública de la Consejería de 
Hacienda y Administración Pública se viene requiriendo, a los seleccionados por este cupo, certificación 
expedida por la Consejería competente en la materia, en la que conste su capacidad funcional para el 
desempeño de las tareas correspondientes a la categoría profesional a la que aspira, mientras que por la 
Consejería competente en materia de Servicios Sociales (Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
-Centro de Valoración y Orientación-CVO-, dependiente de la Delegación Territorial), la expedición del 
certificado de aptitud laboral para acceder a la condición de personal laboral fijo tan solo es objeto de 
conocimiento y resolución respecto a aquellos discapacitados valorados por dichos centros y no respecto 
de aquellos que poseen tal condición en virtud de Resolución de la Dirección Provincial del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social (INSS), declarando la modalidad de incapacidad derivada de enfermedad 
y el derecho a percibir pensión. 

Desde nuestra perspectiva, el conflicto competencial entre ambos departamentos no resulta tal, pues 
una simple lectura de las normas aplicables al caso permite atribuir la competencia sobre la acreditación 
de la competencia funcional a esta última. 

En este sentido, traíamos a colación el artículo 4 del Decreto 258/2005, de 29 de noviembre, 
por el que se regula la organización y funciones de los Centros de Valoración y Orientación, que 
establece entre las funciones de éstos: «g) Emitir dictámenes vinculantes, de conformidad con el 
artículo 23.2 de la Ley 1/1999, sobre la aptitud para el ejercicio de las funciones, tareas y actividades 
correspondientes a los cuerpos de funcionarios, y en las categorías de personal laboral y estatutario 
al servicio de la Administración de la Junta de Andalucía y de las entidades locales radicadas en el 
territorio andaluz».

A mayor abundamiento, y en relación a la acreditación de la aptitud laboral, la Ley 1/1999, de 31 de 
marzo, de atención a las personas con discapacidad en Andalucía, establece en su artículo 23.2, que «las 
condiciones personales de aptitud para el ejercicio de las funciones correspondientes se acreditarán, en 
su caso, mediante dictamen vinculante expedido por los centros de valoración y orientación...».

Así pues, concluíamos que, este marco legal y reglamentario remite a un concreto órgano de la Administración 
andaluza para la emisión del documento que acredite la aptitud de una determinada persona y categoría 
profesional a la que opta, que en el caso aquí planteado va referido al Centro de Valoración y Orientación 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resolvemos-sobre-la-emisi%C3%B3n-de-certificado-de-capacitaci%C3%B3n-en-acceso-empleo-p%C3%BAblico-laboral
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(CVO) adscrito a la Delegación Territorial de la actual Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
(antes Consejería de Igualdad y Bienestar Social).

Por lo anterior, venimos a formular recomendación a la citada Delegación Territorial para que dictase 
instrucciones en orden a que por los equipos de los Centros de Valoración y Orientación desarrollen las 
actuaciones tendentes a la evaluación de la aptitud requeridos por los interesados, librando la certificación 
correspondiente, como finalmente fue emitida en el supuesto planteado.

01.V.2.6 
Seguridad Social

A lo largo de 2013 y 2014 tuvimos ocasión de tratar la problemática relativa a la regularización fiscal de las 
pensiones percibidas por emigrantes andaluces retornados, aspecto que analizamos en la queja 14/681, 
en la que esta Institución dictó la Resolución que aquí destacamos.

En este periodo de tiempo, un elevado número de pensionistas emigrantes andaluces retornados fueron 
objeto de requerimientos por parte de la Administración Tributaria estatal en orden a la presentación de 
liquidaciones complementarias correspondientes al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) 
del año 2008 y posteriores en relación a las pensiones obtenidas por estos en el extranjero, y ello a pesar 
de que la información que había obtenido el colectivo desde la propia Administración (oficinas de la AEAT, 
Consulados, Asociaciones de Emigrantes retornados, etc.) y de la propia dinámica de la Administración 
Tributaria (hoja de datos fiscales y borradores de la declaración de la renta expedidos por la AEAT), no 
les advirtiera sobre la obligación de declarar las rentas (fundamentalmente pensiones) obtenidas en los 
países en los que trabajaron y devengaron sus pensiones.

Esta cuestión tuvo una gran relevancia en los medios de comunicación así como un destacado protagonismo 
en el seno de iniciativas, debates y propuestas parlamentarias (preguntas parlamentarias,  interpelaciones 
al Ministro del ramo, iniciativas legislativas -proposiciones de ley-, etc.), a la que no estuvo ajena el propio 
movimiento asociativo (Federación Española de Emigrantes Retornados).

El propio Parlamento de Andalucía abordó esta cuestión con motivo de la Proposición no de Ley relativa 
a medidas tributarias excepcionales para las rentas no declaradas de emigrantes retornados (9-13/
PNLP-000059) instando al Gobierno de la Nación a:

«Promover los cambios normativos necesarios para que dichas rentas y pensiones tengan la consideración 
de rentas exentas de tributación.

Con carácter general, no iniciar ningún expediente sancionador sobre las pensiones de los emigrantes 
residentes no declaradas en el IRPF y proceder a la paralización de los ya iniciados.

A que en el supuesto de no ser considerados los apartados anteriores promueva los cambios normativos 
necesarios para:

Ampliar el periodo de pago de los abonos requeridos, ampliando las causas de aplazamientos, ya sean 
mediante la ampliación del derecho por el importe mínimo de las cuantías, como por la ampliación de 
los periodos de abono.

Proceder a la cancelación de los interese generados, por la demora en las liquidaciones del IRPF, dada la 
continua colaboración de las partes afectadas.»

En todo momento, tanto por el colectivo de los emigrantes afectados, a través de su representación 
asociativa, como por las propias autoridades que acogían sus planteamientos, se ha ponía de manifiesto, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/regularizaci%C3%B3n-tributaria-de-las-rentas-obtenidas-y-no-declaradas-por-los-emigrantes-espa%C3%B1ol


51INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

de manera indubitada, la obligación de regularizar la situación fiscal del colectivo, con el reconocimiento y 
pago de la deuda tributaria que corresponda al periodo no prescrito, mostrando a la par su disconformidad 
que sobre tal regularización se practiquen recargos, intereses de demora y sanciones. Con el mismo 
énfasis, plantea el colectivo, dado que se trata de pensionistas situados en franjas bajas en la cuantía de 
sus pensiones, que tales débitos sean objeto de los fraccionamientos y/o aplazamientos en el abono de 
los mismos, si así lo solicitaran los interesados.

Por nuestra parte, esta Defensoría consideró elevar a la Defensora del Pueblo esta cuestión con fundamento 
en la presencia de la buena fe en la actuación de los pensionistas emigrantes retornados frente a la 
Hacienda Pública española y la confianza legítima en la actuación de esta.

En defensa de la actuación tributaria de los pensionistas emigrantes retornados traíamos a colación la 
buena fe de estos al punto de no ser declaradas sus rentas exteriores en la declaración anual del IRPF, 
por entender que las mismas estaban exentas a dichos efectos, a la par que la confianza legítima que 
le otorgaba la ancestral ausencia de actuación investigadora al respecto, principios que entendíamos 
vulnerados por la actuación de la Administración tributaria en este sentido.

Igualmente constatábamos la existencia de confianza legítima de los afectados  inducida por la Administración 
tributaria y de exteriores.

Lo cierto es que desde la Administración tributaria se daba apariencia de actuación regular en el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de este colectivo, practicara o no su declaración 
anual del IRPF con omisión de las rentas del exterior, toda vez que los datos fiscales y los borradores del 
IRPF de cada ejercicio suministrados por las respectivas oficinas de la AEAT, hacían expresa omisión de 
las mismas, dando así cierta carta de regularidad tributaria al actuar fiscal del colectivo afectado.

Incluso, a decir de los interesados y representantes del movimiento asociativo, en los casos de consultas 
individuales de los afectados sobre este particular en las propias oficinas de la AEAT, se les tranquilizaba 
informándole que tales rentas quedaban exentas a efectos de la declaración anual del IRPF, e incluso, se 
les informaba de la existencia de casos en los que habiendo incluido dichas rentas exteriores, por la AEAT 
se procedía de oficio a su rectificación eliminando aquellas que no tenían su soporte y reconocimiento 
en la correspondiente hoja de datos fiscales.

Igual confianza deparaba la Administración Consular, respecto de la que los afectados refieren idéntica 
información a la suministrada por la AEAT sobre este particular.

Por otro lado y consecuencia de lo anterior, constatábamos la ausencia de culpa o dolo en la actuación 
tributaria de los pensionistas emigrantes retornados.

Aún cuando la infracción tributaria se ciñe a la omisión de la declaración en el IRPF de rentas obtenidas 
en el extranjero por los pensionistas emigrantes retornados, de obligada declaración para los españoles 
residentes en nuestro país, lo cierto es que desde la perspectiva del contribuyente, su buena fe, le exime 
de responsabilidad, mas no del cumplimiento de la deuda tributaria derivada de la legalidad ordinaria.

En el caso aquí planteado, la ausencia de culpabilidad para todos y cada unos de los pensionistas afectados 
en relación a la omisión de las rentas obtenidas en el extranjero en las declaraciones del IRPF de los 
ejercicios precedentes no prescritos, excluye la imposición de sanciones en la regularización tributaria.

En base a todo lo anterior concluíamos resolviendo y elevando a la Defensora del Pueblo nuestras 
consideraciones y fundamentos, en orden a que si así lo estimara y acordara instara ante el Gobierno 
de la Nación la adopción de las iniciativas legislativas y/o reglamentarias que faciliten la regularización 
tributaria de este colectivo, sin recargo, ni intereses de demora, ni sanción.

Por la Defensora del Pueblo se informa sobre el Proyecto de Ley por el que se modifican parcialmente 
la Ley del Impuesto sobre la Renta de las personas Físicas (Ley 35/2006) y de los No Residentes (Real 
Decreto Legislativo 5/2004), publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 6 de agosto de 
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2014, iniciativa legislativa que incorpora una Disposición Adicional Única relativa a la «Regularización de 
deudas tributarias correspondientes a pensiones del extranjero y condonación de las sanciones, recargos 
e intereses liquidados por este concepto», respondiendo así a las pretensiones del colectivo como a las 
postulaciones dirigidas en este sentido por el Parlamento de Andalucía y este Comisionado Parlamentario.

01.V.3
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones

...

•	 Queja 14/4180, dirigida al Consejero de Educación, Cultura y Deporte, relativa a la acreditación 
profesional de los Auxiliares de Ayuda a Domicilio tras la publicación de la Orden de 1 de abril de 2014 
por la que se regula el procedimiento de evaluación y acreditación de las competencias profesionales 
adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación.

...

CAPÍTULO 01.VI igualdad de género

01.VI.2.10
Bienestar Social: Servicios Sociales y Dependencia

01.VI.2.10.1
Servicios Sociales

En España, la tasa de paro femenina sigue siendo mayor que la masculina. Además, las mujeres siguen 
siendo amplia mayoría en las categorías más precarias, tanto de empleo (temporalidad, tiempo parcial, 
subempleo), como de desempleo (larga duración, sin empleo anterior, sin prestación de desempleo). 

Sus ingresos y sus pensiones son mucho menores, y en muchos casos, inexistentes. En consecuencia, 
sus tasas de pobreza son mucho mayores. 

La crisis económica que venimos padeciendo, ha conllevado también a la disminución de los recursos 
de las Administraciones Públicas, por lo que los servicios públicos se han visto seriamente afectados, 
recortándose los presupuestos de educación, de salud, de servicios sociales, de integración cultural, de 
fomento de la igualdad de género. Al mismo tiempo, las familias se ven sin medios económicos. 

Todo esto repercute especialmente sobre las mujeres a través de dos vías: por ser mayoría entre las 
personas necesitadas de asistencia y por ser las que suplen en el ámbito familiar la carencia de recursos.

A este respecto, llama la atención que la mayoría de la quejas que recibimos en el ámbito de los servicios 
sociales y dependencia, sean interpuestas por mujeres, lo que demuestra que asumen el papel protagonista 
en la defensa de los derechos y en la salvaguarda de sus familias ante situaciones de vulnerabilidad, 
además de la notable presencia que los roles de género tienen en estos ámbitos. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/confiamos-en-que-se-resuelva-en-2015-la-regularizaci%C3%B3n-de-los-profesionales-de-la-ayuda-domi
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Sigue siendo una constante la presentación de quejas ante esta Defensoría, en el área de Servicios 
Sociales, de mujeres con hijos e hijas a su cargo, muchas veces se trata de mujeres solas con cargas 
familiares, en algunos casos víctimas de violencia de género que relatan las circunstancias de pobreza 
y de carencia de recursos verdaderamente dramáticas en las que se encuentran. Estas circunstancias 
se ven agravadas por los conflictos con sus exparejas sentimentales. 

Demandan la asistencia de esta Institución para, cuanto menos, poder resolver las necesidades más 
inmediatas que se les presentan en materia de recursos económicos para atender a las necesidades 
básicas de su familia, en materia de vivienda o empleo.

Es el caso de la queja 14/179, en la que su promovente nos manifestaba tener dos niñas, una de 16 y 2 años. 
El banco se había quedado con su piso, su ex le robó todos lo muebles y electrodomésticos, le quemaron 
el coche y no pudo demostrar que fue él. Estaba desempleada después de haber desempeñado un 
trabajo a tiempo parcial e iba a percibir solamente 214 euros de ayuda económica. El alquiler de la vivienda 
que ocupaba ascendía a 360 euros y ya no lo podía pagar por lo que la propiedad la había denunciado. 
Manifestaba haber ido al personal de Trabajo Social del Ayuntamiento y a la Junta de Andalucía y “uno se 
pasa la pelota a otro y yo como siga así me voy a ver con mis hijas en la calle. Ya no tengo casi nada para comer. 
Todo esto me ha pasado en un año y tengo todos los papeles para demostrarlo todo. Espero que me puedan 
ayudar, ya no se a quien acudir. Gracias”.

O la queja 14/1745 en la que la compareciente exponía la difícil situación familiar que atravesaba, dado 
que se encontraba en desempleo y con dos hijos menores de edad y discapacitados. De hecho, llevaba 
varios meses sin poder hacer frente al pago del alquiler de la vivienda, así como haciendo uso de los 
comedores sociales, -cuando podía-, para poder comer. Había agotado todas las posibilidades existentes, 
ya que había sido beneficiaria del salario social durante el plazo máximo, había percibido alimentos 
durante algún tiempo, pero debía esperar que fueran atendidas otras familias en su situación y buscaba 
empleo en todos los lugares posibles sin haber obtenido resultado. Asimismo nos indicaba que había 
sido víctima de violencia de género.

Y la queja 14/5940 en la que su promotora nos escribía contándonos su desesperación, ya que no contaba 
con medio alguno y vivía de la caridad de lo que conseguía de Cruz Roja o la ayuda de una parroquia. 
Nos refería que no podía seguir así. Había sido denunciada por los vecinos por no pagar los gastos de 
comunidad pero es que no tenía medios para hacer frente a éstos. Había sido una mujer maltratada, 
victima de violencia de género, lo que le llevo a vivir en tiempo en una casa de acogida. Decía sufrir aún las 
persecuciones de su exmarido y de la pareja de éste. Solicitaba un trabajo, aunque mucho nos temíamos 
que estuviera desorientada y no supiera como acceder a un empleo que le permitiera la autonomía 
necesaria para llevar una vida con dignidad.

Asimismo, en la queja 14/2838 se nos refería que era una madre soltera con tres hijos de 11, 8 y 3 años. 
Desde hacía 8 meses vivía de ocupa en una vivienda con sus tres hijos. Llevaba pidiendo comida desde 
septiembre habiendo recibido cuatro vales. Sus hijos comían en el comedor y los sábados y domingos solo 
tenía para leche, galletas y macarrones. Habían estado este invierno durmiendo en el suelo, al carecer 
de lo más elemental.

En la queja 14/3982 de una chica de 25 años, que nos escribía porque decía estar desesperada, en paro, 
no cobraba ningún tipo de ayuda, llevaba siete meses esperando el salario social y estaba viviendo de 
ocupa en un piso del banco, tenía un hijo de cuatro años, era madre soltera, no tenía a quien recurrir y 
lo que necesitaba era un trabajo “es lo único que pido”.

En estas quejas, desde la administración municipal se nos suele informar de las ayudas que se han 
prestado a las demandantes dentro de los recursos disponibles, siendo las ayudas económicas de 
emergencia para el pago de alquiler y derivación a las entidades de tercer sector de acción social, para 
la concesión de bolsa de alimentos, las prestaciones más usuales aunque también, en algunos casos, 
se llevan a cabo proyectos de intervención familiar con toda la familia a fin de coadyuvar a que la misma 
pueda ir resolviendo los conflictos de todo orden que se puedan dar en su seno. 
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A este respecto, por parte de esta Institución han sido desarrolladas actuaciones ante las autoridades 
públicas competentes, en especial, ante las entidades locales afectadas y ante la Consejería de Igualdad, 
Salud y Políticas Sociales, con respecto al Programa de Solidaridad de los Andaluces para la erradicación 
de la marginación y desigualdad en Andalucía, al objeto de tomar conocimiento sobre las circunstancias 
concurrentes e interesar una solución ágil al problema particular planteado en cada queja.

De igual modo, se ha asistido a las mujeres que han requerido nuestra intervención, ofreciéndoles 
asesoramiento e información sobre instituciones y organismos a los que poder acudir.

01.VI.2.10.2
Dependencia

Entre las numerosas quejas que esta Institución ha recibido en materia de dependencia, únicamente una 
de ellas ha mostrado como telón de fondo familiar alguna situación de las incardinables entre la violencia 
de género. Así, en la queja 14/4783 la interesada fue valorada con un grado 1 de dependencia en el 
año 2009 y en el año 2012 se produce la separación de su esposo, a través del Juzgado de Violencia de 
Género de Málaga. 

El 20 de enero de 2014 se había presentado solicitud de revisión de grado, sin que hasta la fecha se 
hubiera resuelto, exponiendo la demora en la valoración y reconocimiento del grado de dependencia 
correspondiente al mismo, por vía de revisión por empeoramiento.

De los hechos expuestos, podemos deducir las especiales circunstancias en las que se habrá encontrado 
esta mujer que, además de los padecimientos que llevaron a reconocerle en el 2009 el grado 1, tuvo que 
vivir conflictividad familiar por malos tratos que dieron lugar en 2012 a Sentencia de separación por un 
Juzgado de Violencia contra la mujer y es que, la discapacidad y las situaciones de dependencia, agravan 
aún más los actos de violencia machista, motivo por el que se trata de víctimas que han de ser objeto de 
una especial protección.

En todo caso, las circunstancias del retraso en la revisión del grado por empeoramiento, nos llevó a 
formular Resolución, consistente en Recordatorio de los deberes legales expresados en los preceptos 
aplicables a los que se debía dar inmediato y debido cumplimiento y Recomendación de que, sin más 
dilación se valorase a la dependiente y se dictas resolución de reconocimiento de su grado de dependencia, 
dándose al procedimiento el curso que corresponda hasta su completa finalización, incluida, si procedía, 
la propuesta y aprobación definitiva del programa individual de atención y la plena efectividad del recurso 
correspondiente.

Por lo demás, hemos de destacar la peculiaridad de la enorme incidencia en las mujeres de todas las 
cuestiones que comporta el Sistema para la Dependencia, dado que por una parte, debido a los roles 
de género, son las que tradicionalmente se han encargado del cuidado informal de sus familiares en 
situación de dependencia y de sus hijos e hijas, aún a costa de limitar con ello su vida laboral y personal.

Por otra parte, como decíamos al comienzo, el Sistema para la Dependencia y sus deficiencias también 
incide en las mujeres en el aspecto laboral, ya que son ellas quienes integran el grueso de quienes 
desempeñan la labor profesional de auxiliares del Servicio de Ayuda a Domicilio o de auxiliares de Servicios 
de Atención Residencial y Unidades de Estancia Diurna.

El hecho de que los trabajadores de este sector sean mayoritariamente mujeres y la circunstancia de que 
desde hace más de un año se trate de un sector afectado por los impagos de nóminas y por los recortes 
en la demanda de servicios (plazas vacantes en Centros de todo tipo, demora en las transferencias 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-que-la-mayor-brevedad-resuelvan-su-grado-de-dependencia-y-ayuda-correspondiente
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interadministrativas destinadas a la liquidación del Servicio de Ayuda a Domicilio, etc.), han creado una 
difícil situación para estas empleadas que, en ocasiones, no lo son siquiera por cuenta ajena, sino que 
han asumido la iniciativa de unirse para emprender la explotación de la actividad por cuenta propia, 
con autonomía empresarial. Siendo destacable cómo han permanecido desempeñando su trabajo con 
dedicación, aún cuando no perciban sus salarios.

01.VI.2.11 
Violencia de Género

01.VI.2.11.1
Ayudas Sociales y Económicas a las Víctimas

Durante los años que venimos padeciendo las consecuencias de la crisis, hemos podido comprobar cómo 
ha afectado la política de recortes presupuestario del gasto público a las políticas sociales.

En relación con este particular hemos tenido ocasión de conocer diversas problemáticas que nos han 
sido planteadas en las quejas individuales instadas por mujeres en situaciones de especial precariedad 
o vulnerabilidad, agravadas por su condición de víctimas de violencia de género.

Que duda cabe que mientras estas mujeres permanecen en los recursos especializados para victimas 
de violencia de género existentes en nuestra Comunidad, a saber, casas de acogida y pisos tutelados, 
son atendidas de forma integral, tanto ellas como sus hijos e hijas, pero lo cierto es que, cuando salen 
de los mismos y se han de enfrentar a una vida autónoma, muchas veces se pone de manifiesto el que 
no son autosuficientes en todos los órdenes, para subvenir a sus necesidades y a las de sus familias, a 
lo que contribuye la carencia de recursos económicos suficientes y de empleo, así como la imposibilidad 
de acceder a una vivienda publica protegida por la administración, al haber una insuficiente oferta de las 
viviendas de este tipo, en relación a la actual demanda.

Tal es el caso planteado en la queja 14/40, en la que su promovente, mujer con hijos e hijas menores a 
su cargo, nos relataba la dramática situación en la que se encontraba. Durante 19 años, ella y sus tres 
hijos, habían estado viviendo, como consecuencia de ser víctima de violencia de género, en varias casas 
de acogida y pisos de emergencia, recibiendo ayuda de sus padres, hermanas, vecinas, viviendo en casas 
de amigos, cambiando constantemente a sus hijos de colegio, y volviendo con su expareja cuando éste la 
convencía de que había cambiado y la elección era vivir con una pareja maltratadora o en un sitio donde 
sus hijos lloraban constantemente y no tener vivienda a donde irse ni recursos económicos para ello.

Después de muchos ir y venir, ya separada, accedió a ocupar una vivienda aunque vieja y con muchas 
humedades, pero su expareja al poco tiempo se metió en la casa y continuaba maltratándola, no físicamente 
pero sí psicológicamente. Él cobraba la ayuda familiar, que se concede por tener hijos a cargo, pero la 
realidad era que nunca había pagado la manutención de sus hijos. Su situación era desesperada y decía 
necesitar una ayuda real.

En los hechos descritos, se planteaba una primera cuestión y es que ante el incumplimiento de las 
obligaciones parternofiliales de pago de alimentos, solo cabe accionar la vía judicial como medio de 
que los progenitores cumplan con esta obligación, una vez recaiga sentencia al respecto, para lo que la 
informamos de podía solicitar la asignación de un letrado o letrada de oficio en el Colegio de Abogados 
correspondiente, aunque también podía solicitar asesoramiento en el Centro Provincial del Instituto 
Andaluz de la Mujer, o Centro Municipal de Información a la Mujer de su Ayuntamiento.
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Quisimos saber si nuestra reclamante había activado, recientemente, los mecanismos de ayuda para 
mujeres en su situación, y si había solicitado la adjudicación de alguna vivienda de carácter protegido 
por la Administración.

En su respuesta, nos dijo que no había podido mandarnos la documentación que le reclamábamos dado 
que, en aquel mismo momento, se encontraba acogida en un recurso para víctimas de violencia de género 
del Instituto Andaluz de la Mujer, pero que la estancia en el mismo era temporal, por lo que cuando saliera 
de allí se volvería a encontrar en la misma situación que antes, centrando su queja y su pretensión en su 
necesidad de acceder a una vivienda digna para ella y sus hijos.

Tras admitir la queja a trámite y llevar a cabo un seguimiento del itinerario personalizado de intervención 
profesional especializada por causa de violencia de género en el recurso que había ingresado, pudimos 
conocer que la señora como sus dos hijos menores, permanecían acogidos, si bien se había producido 
un cambio de situación, habían sido trasladados a un piso tutelado, tras haber finalizado el programa 
de intervención como usuarios de Casa de Acogida, por consecución de los objetivos establecido en su 
Plan de Intervención Individual. 

En lo que respecta a la búsqueda activa de empleo, los objetivos no se habían podido cumplir al no haber 
encontrado trabajo y ello, a pesar de tener elaborado un itinerario de búsqueda y contactar con varias 
asociaciones y entidades encargadas para tal fin, aunque sí había realizado unas prácticas subvencionadas 
durante tres meses y estaba incluida en un curso de formación (Cualifica), subvencionado por la Junta de 
Andalucía constituyéndose éste en su única fuente de ingresos económicos, razón por la que se valoró 
su traslado a piso tutelado, ya que en dicho recurso tenía que cubrirse sus necesidades alimenticias. 
También se la había puesto en contacto con asociaciones que pudieran ayudarla a tal fin.

Se le había presentado también la documentación necesaria para la solicitud del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad (salario social), estando pendiente recibir notificación de fecha del inicio del cobro de la 
prestación, con la finalidad de que pudiera aumentar sus ingresos para mantener a su familia. También 
había solicitado la adjudicación de vivienda protegida a través del registro público de demandante de 
vivienda, en el Ayuntamiento del municipio en el que residía en aquella fecha y se le había comunicado 
que había sido aceptada su documentación y que estaba incluida en lista de espera.

A la vista de cuanto antecede consideramos que por el organismo competente en la materia se le estaba 
prestando la ayuda necesaria dentro de los recursos de acogida para mujeres victimas de violencia de 
género, por lo que valoramos la importante labor que realizan los mismos a través de sus intervenciones 
integrales y programas individuales que, no obstante, no pueden culminar a veces esta importante labor, 
debido a que otros recursos necesarios que coadyuven al empoderamiento, autonomía e independencia 
de las mujeres en esta situación, en la actualidad, no son suficientes. Nos referimos concretamente a las 
áreas del empleo y el acceso a la vivienda pública protegida.

No obstante, la interesada insistía en su deseo de poder acceder a una vivienda en la provincia en la que 
había residido con anterioridad, por lo que le comunicamos que, para ello, ha de inscribirse en el Registro 
Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida del Municipio en el que quiera fijar su residencia 
definitiva, pudiendo hacerlo en el Cupo destinado a Víctimas de Violencia de Género.

No obstante, el que una vez inscrita pueda acceder a una vivienda que estuviera calificada como protegida 
por la administración, iba a depender del número de viviendas que hubiera o fueran quedando disponibles 
y del número de ellas que se reserven o destinen a los Cupos previstos para colectivos objeto de especial 
protección conforme a la normativa andaluza en materia de vivienda

Finalmente y como quiera que su solicitud de salario social aún no había sido resuelta, solicitamos informe 
al organismo competente para su tramitación y resolución, permaneciendo aún abierta esta queja, debido 
a esta causa.
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Asimismo, pocas, aunque constantes, son las quejas de mujeres que nos dicen ser víctimas de violencia 
de género que no reciben ayuda de ningún tipo o que carecen de recursos económicos para subsistir, 
tal es el caso de la queja 13/5425 y queja 13/3536. 

La percepción que tienen algunas mujeres víctimas de violencia de género sobre las deficiencias y las 
escasas ayudas que reciben de la Administración y la soledad ante la que se encuentran por este motivo, 
en nada tiene que ver con la información que luego suministran esas mismas administraciones, de la que 
se desprende que fueron atendidas de forma adecuada, siempre en función de los recursos disponibles, 
suministrándoseles la ayuda necesaria en función de la problemática que presentaban.

CAPÍTULO 01.VII Justicia, Prisiones, 
Política Interior y Extranjería

01.VII.2.1.2
El mal estado de alguna de las sedes judiciales andaluzas

...

Casi de manera simultánea decidimos, por un lado, incoar expediente de oficio al respecto -queja 14/2306- 
tras conocer a través de los medios de comunicación la inaccesibilidad y mal estado en que se encontraba 
el Juzgado de Paz de Tarifa, y recibimos la queja 14/2327 de quienes allí trabajan, planteándonos idéntica 
cuestión: la inaccesibilidad a personas con discapacidad ambulatoria del edificio donde se encuentra ubicado 
el Juzgado de Paz de Tarifa, que no es otro que el propio Ayuntamiento, estando las oficinas destinadas al 
Juzgado en una planta sin ascensor y a pie de una empinada escalera.

Al efecto, nos dirigimos al mismo tiempo tanto al Alcalde del Ayuntamiento tarifeño como a la Consejería 
de Justicia, para que en colaboración y al respecto de sus correspondientes competencias se pusieran 
de acuerdo en resolver la situación, contestándonos primero el Ayuntamiento para decirnos que la única 
solución sería el cambio de ubicación de la sede del Juzgado, para lo que carecían en estos momentos 
de medios económicos, rechazando, además, que tuviera otra competencia que la de proveer de medios 
materiales y personales, entendiendo que la realización de obras en el edificio no eran medios materiales.

La contestación de la Consejería de Justicia e Interior nos ofrecía, sin embargo, una visión completamente 
diferente: son los Ayuntamientos los que han de proveer de medios materiales y personales a los Juzgados 
de Paz, en los primeros entran la consideración de arreglo de edificio judicial, contrariamente a lo que piensa 
el Ayuntamiento tarifeño, que sólo entiende por medios materiales la provisión de material de oficina, ya que 
pese a que en “la Comunidad Autónoma de Andalucía las facultades administrativas sobre los Juzgados de Paz se 
atribuían históricamente a la Consejería competente en materia de Justicia, la situación ha cambiado sustancialmente 
con la aprobación por el Parlamento Andaluz de la ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, que 
asigna la competencia sobre la materia a los Ayuntamientos, al disponer el art. 9, que enumera las competencias 
propias de los municipios andaluces, en su apartado 27, que les corresponde la provisión de medios materiales y 
humanos para el ejercicio de las funciones de los Juzgados de Paz. Desde entonces, la Consejería competente en 
materia de Justicia no aprueba subvenciones a los Juzgados de Paz para medios personales o materiales, aunque 
actualmente sí les presta asistencia técnica mediante la dotación de líneas de comunicación para la conexión a 
distintos servicios telemáticos, como Inforeg (registro civil informatizado y centralizado del Ministerio de Justicia), 
correo electrónico, servicio web y la formación de la aplicación Inforeg”. 

Tras valorar ambas respuestas, esta Defensoría elevó al Ayuntamiento de Tarifa Recomendación para 
que se dispongan los medios necesarios para dotar al Juzgado de Paz de Tarifa de plena accesibilidad por 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-de-tarifa-anuncia-el-proyecto-de-reforma-de-la-sede-del-juzgado-de-paz-para-
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/tarifa-necesita-una-sede-accesible-y-digna-para-el-juzgado
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parte de cualquier ciudadano, bien efectuando las oportunas reformas en el edificio donde actualmente 
se alberga, bien trasladándolo a un lugar donde el acceso no suponga limitación alguna.

...

01.VII.3
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones

...

•	 Queja 14/5670, dirigida a la Viceconsejería de Justicia e Interior y al Ayuntamiento de Torrox, relativa 
a Edificio inaccesible y con deficiencias en sus instalaciones como sede judicial en Torrox (Málaga).

...

CAPÍTULO 01.X SALUD

01.X.2.8
Salud Mental

La situación del derecho a la protección de la salud en relación con las personas que vienen afectadas 
por una enfermedad mental, constituye un punto de referencia obligado de nuestra anual rendición 
de cuentas, cuya justificación se incrementa en los últimos tiempos por la incidencia demostrada que 
la realidad de crisis económica ocasiona en la salud mental de la ciudadanía, en términos generales; 
y por la repercusión en este ámbito de las políticas de austeridad, en forma de pérdida de calidad de 
determinados servicios y programas. 

Las 17 quejas registradas durante el ejercicio de 2014 reflejan una problemática que, no por habitual, 
resulta menos preocupante, a la vista del sufrimiento personal y familiar que esta enfermedad lleva consigo, 
predominando la discrepancia con la atención proporcionada a los pacientes, en términos de cantidad y calidad, 
y la reivindicación para los mismos del acceso a dispositivos donde puedan ser atendidos de sus dolencias.

Nuestra atención en este apartado sin embargo, se centra este año sobre la propuesta de reforma del 
Código Penal por lo que hace al régimen de las medidas de seguridad, y la fuerte contestación a la misma 
ejercida desde las asociaciones de pacientes y familiares del sector, a la que singularmente nos hemos 
unido desde esta Institución.

En dicho proyecto, la gravedad de las medidas a imponer, y específicamente la duración de la medida de 
internamiento en centro psiquiátrico, ya no se limitaba al tiempo de duración de la pena que resultaba 
aplicable al delito cometido sino que se vinculaba a la peligrosidad del autor, posibilitándose así la 
privación de libertad de manera indefinida, mediante la concatenación de prórrogas de dicha medida de 
internamiento, si al cumplirse el plazo límite inicial de cinco años no concurrían “...las condiciones adecuadas 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/deficiencias-en-la-sede-judicial-de-torrox-preguntamos-por-su-reforma
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para acordar la suspensión de la medida y, por el contrario, el internamiento continúa siendo necesario para 
evitar que el sujeto que sufre la anomalía o alteración psíquica cometa nuevos delitos a causa del mismo...”

Este intento de trasladar a la norma prejuicios fuertemente arraigados que abundan en la estigmatización 
de estos pacientes, presuponiendo su peligrosidad sin ningún tipo de justificación, motivó la comparencia 
en esta Institución de las asociaciones más arriba mencionadas, y nuestra declaración formal de 
solidaridad con las mismas y apoyo al empeño común de conseguir que los cambios legislativos que 
pudieran introducirse en el Código Penal redundasen finalmente en una mejora de la situación de todas 
las personas con enfermedad mental y en ningún caso, supusieran un retroceso en el largo proceso de 
normalización e integración social de este colectivo. 

Una vez aprobado recientemente el texto en el Congreso de los Diputados, tenemos que congratularnos 
de que la tramitación en dicho órgano haya provocado la desaparición de las referencias normativas 
aludidas, pendiendo a continuación la aprobación en el Senado.

La cuestión no es baladí, dado que las prácticas estigmatizadoras de este colectivo persisten, y buena prueba 
de ello la constituye la queja 13/1552, iniciada por Feafes para denunciar la imagen que el “espectáculo” 
denominado “Manicomio: circo de los horrores”, que estaba representándose en algunas ciudades de nuestra 
Comunidad Autónoma, venía ofreciendo de las personas afectadas por enfermedades mentales, en tanto 
que individuos peligrosos, violentos, temidos, impredecibles, objeto de burlas y vejaciones.

Las solicitudes para acordar la suspensión de esta actividad propiciaron un debate de carácter competencial 
entre las Administraciones local y la autonómica, teniendo como referencia la Ley 13/99, de 15 de diciembre, 
de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía (art. 3.1 «e): las autoridades administrativas 
competentes podrán prohibir y, en su caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos públicos y 
actividades recreativas cuando con su celebración se atente a los derechos de las personas reconocidos 
en el Título I de la Constitución»). 

Así, algunos ayuntamientos afectados estimaban que la relevancia constitucional de los derechos a 
proteger desaconsejaba una actuación aislada de la Administración municipal, al tiempo que manifestaba 
la segunda que la competencia para adoptar la medida correspondía a los Ayuntamientos, en tanto en 
cuanto son los que autorizan la actividad, aunque entendiendo también que por el conflicto de derechos 
en juego, aquella no solo requeriría gran cautela, sino que lo procedente sería recabar para ello la tutela 
judicial oportuna.

Por nuestra parte, en la tramitación de la queja solicitamos informe de la Consejería de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales. 

Desde la Secretaria General de Políticas Sociales se vinieron a compartir las apreciaciones de la interesada 
en cuanto al tratamiento discriminatorio que se daba a las personas con enfermedad mental en la 
publicidad del espectáculo denominado “Circo de los Horrores”, pero también se afirmó que la Ley 1/99, 
de 31 de marzo, sobre atención a las personas con discapacidad en Andalucía, no les permitía iniciar 
procedimiento sancionador en este tipo de situaciones, por lo que abundando en la  necesidad de aclarar 
las actuaciones administrativas necesarias para atajarlas, aludían a la inclusión de un precepto específico 
que prevenga contra la publicidad y los espectáculos lesivos para la dignidad de las personas, en el texto 
de la nueva ley que sobre esta materia se está elaborando, a efectos de adaptar la regulación existente 
a la Convención Internacional de los derechos de las personas con discapacidad.

Por otro lado, advertían de que en todo caso, a la vista del itinerario de representación del espectáculo 
por el territorio de otras Comunidades Autónomas, la competencia sancionadora se residenciaría en 
el ámbito de la Administración del Estado, de acuerdo con lo previsto en el art. 94 del Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos 
de las personas con discapacidad y de su inclusión social.

Teniendo en cuenta lo expuesto, nos dirigirnos a la Defensora del Pueblo del Estado en aras de la cooperación 
y coordinación de funciones establecidas entre ambas Instituciones, a los efectos de que tomara conocimiento 
de este asunto e iniciara la investigación correspondiente, si lo estimaba oportuno.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/npSaludMental-ReformaC%C3%B3digo190514.pdf
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El trabajo de la Comisión Técnica de seguimiento de la Guía de intervención en procesos de jurisdicción 
civil relativos a personas con discapacidad derivadas de distintos tipos de problemas psíquicos, también es 
un aspecto muy destacable de la labor ordinaria de esta Institución, pues desde hace algunos años viene 
desarrollando sus funciones en esta Oficina, con la vista puesta en la resolución de casos paradigmáticos 
de difícil solución, y la adecuación de los recursos atendiendo a los perfiles. 

Pues bien durante el pasado ejercicio se llevó a cabo una actualización de dicha guía, en forma de Propuesta 
de coordinación en los procesos de incapacitación relativos a personas con discapacidades psíquicas, la 
cual fue objeto de presentación en sendas Jornadas que tuvieron lugar en Jaén y Sevilla.

Con fundamento en la experiencia así atesorada, por parte de este grupo de trabajo se ha invocado 
la necesidad de incrementar los niveles de coordinación, principalmente entre los Servicios Sociales 
Comunitarios, los servicios sanitarios de Atención Primaria y de Salud Mental, y los Servicios de Atención 
a las Drogodependencias, así como la de mejorar el conocimiento de las distintas redes y la formación del 
conjunto del personal para la intervención coordinada sobre los casos complejos, que ayude a la consolidación 
de un modelo comunitario orientado a la recuperación de las personas y no a su aislamiento institucional. 

Al mismo tiempo, se pone el acento en la necesidad de reforzar la dotación y funcionamiento de los recursos 
existentes, garantizando una distribución territorial equitativa, y de crear estructuras residenciales más 
específicas para personas con Trastornos Mentales Graves, asociados con factores de complejidad, como 
son el deterioro cognitivo y la desorganización conductual, la presencia de conductas disruptivas graves y 
el consumo de sustancias. 

En este orden de cosas, tenemos que hacer mención a la creación de un protocolo general de colaboración 
entre la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, la Consejería de Justicia e Interior, la Federación 
Andaluza de Municipios y Provincias, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, el Defensor del Pueblo 
Andaluz y el Comité de Entidades representantes de Personas con Discapacidad, para la mejora de la 
coordinación y atención a las personas con discapacidad en situaciones de dificultad y apoyo de las mismas 
en los procesos de incapacitación, que se dirige a generalizar la experiencia de la Comisión aludida al resto 
de las provincias, y a crear una comisión regional que vele por el buen funcionamiento de estos grupos de 
trabajo.

01.X.3 
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones

...

•	 Queja 14/1944, dirigida a la Dirección General de Personas con Discapacidad, de la Consejería de 
Igualdad, Salud y Políticas Sociales, sobre problema surgido con la asignación de tutela.

...
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CAPÍTULO 01.XII Urbanismo, 
Obras Públicas y Transportes

01.XII.1
Introducción
...

La tercera cuestión que deseamos comentar, por haberle dedicado una atención especial en este ejercicio 
es la relativa a la necesidad de crear un espacio seguro y accesible en nuestras poblaciones que facilite las 
políticas que apuestan por la movilidad sostenible pero, también, de ese nuevo concepto de ciudad habitable, 
humanizada, “amable”, que desde distintos foros políticos y ciudadanos se está demandando en programas 
tales como la Agenda 21, la Carta Internacional del Caminar Walk 21, la Estrategia Europea 2020, etc.

La cuestión relativa a la calidad ambiental en el espacio urbano es tratada, como cuestión singular, en el 
subcapítulo correspondiente de este Informe Anual. Por ello, en esta parte nuestro comentario se dedicará, 
únicamente, a comentar las cuestiones relativas a la seguridad y la accesibilidad en el espacio peatonal.

Como veremos posteriormente, en el Informe Especial realizado hemos incidido en evidenciar los riesgos 
y las barreras que todavía existen en nuestras poblaciones para que la ciudadanía pueda desplazarle por 
ellas y disfrutar de sus espacios públicos, suprimir el laberinto de obstáculos fijos o móviles, evitar los 
riesgos de caída, las usurpaciones al espacio público y otras disfuncionalidades con las que se enfrentan 
en el día a día todas las personas pero, también, la incidencia que estas disfuncionalidades poseen en 
la población con movilidad reducida que no acaba nunca de poder disfrutar de la ciudad accesible que, 
constitucional y estatutariamente, es preciso garantizar para toda la ciudadanía.

...

01.XII.2.1.2 
Gestión urbanística

...

Por la inejecución de las previsiones de un plan del que dependía que pudiera acceder a una vivienda 
accesible se presentó la queja 13/6518, en la que la interesada nos daba cuenta de sus impedimentos al vivir 
en una tercera planta sin ascensor, sin que pudiera acceder a una vivienda adaptada a sus necesidades, tal 
y como tenía prometido, al no poder construirse el nuevo bloque de viviendas por inejecución de un plan.

El Ayuntamiento, en este caso de Huelva, nos decía que la causa de que no se hubiera desarrollado esta 
Unidad de Ejecución son los serios problemas de tesorería que dificultan la tramitación del expediente 
expropiatorio, al encontrarse limitados por varios planes de ajuste. También se añadía que, entre 1999 y 
2009, se han llegado a acuerdos económicos con algunos propietarios pero, al ser el inmueble en el que 
reside la afectada de varias plantas, es complicado el acuerdo global de venta del bloque.

En nuestro escrito, le trasladamos que era generalizada la opinión, que nos limitamos a reseñar, de que 
los PGOU, de forma sistemática, se aprueban teniendo como primera consideración las intenciones del 
equipo de gobierno municipal en aras de materializar su proyecto de ciudad, lo que no cabe discutir y es 
legítimo. Pero debería tenerse en cuenta que las decisiones adoptadas van a influir, en muchos casos de 
forma relevante (como ocurre con la reclamante), en la vida cotidiana y en la economía de los ciudadanos 
a los que van dirigidas, por lo que el aludido estudio económico-financiero no puede ser un mero trámite 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/nos-pronunciamos-ante-el-incumplimiento-de-desarrollo-de-una-unidad-de-ejecuci%25C3%25B3n
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a redactar para permitir la aprobación del plan por exigirlo la legislación, sino que debe tener una vital 
importancia para que las determinaciones del plan, a la postre, no se conviertan en papel mojado.

Resumiendo, si no se puede efectuar una expropiación y no se vislumbran posibilidades de acometerla ni 
a medio, ni a largo plazo, lo adecuado en una Administración de servicio a la ciudadanía, como configura 
nuestra Constitución a las Administraciones Públicas, entre ellas las locales, sería efectuar las revisiones o 
modificaciones de planeamiento que sean aconsejables y que se adecuen a la actual situación económica. 
Reconocemos que ello es una tarea compleja y costosa, pero muchos ciudadanos agradecerán sin duda 
tal esfuerzo de responsabilidad por parte de los servidores municipales.

Por tales motivos formulamos, a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Huelva, Recordatorio del 
deber legal de observar determinados preceptos y Recomendación de que, ante la ante la manifestada 
imposibilidad municipal de afrontar económicamente el desarrollo de la Unidad de Ejecución nº 37 “Calle 
Pastillo” del Plan General de Ordenación Urbana de Huelva y ante los graves perjuicios que este retraso 
indefinido supone para la reclamante, se proceda a la Modificación del PGOU de ese municipio, dejando 
sin efecto sus determinaciones en cuanto a la citada Actuación de Expropiación. 

Ello, por cuanto los particulares no tienen que asumir, sin compensación alguna, posibles incumplimientos 
en la ejecución del planeamiento urbanístico. Una de dos, o se ejecuta el plan como estaba previsto 
mediante expropiación, o se modifica por imposibilidad de llevarlo a efecto, por cuanto los planes tienen 
que ser realistas y estar financiados adecuadamente para que sean ejecutables.

Por último, y ante las objeciones que nos ofrecía el Ayuntamiento para llevar a término nuestra resolución, 
le trasladamos que en cuanto a la alusión al hundimiento del mercado inmobiliario como obstáculo para el 
desarrollo del planeamiento puede admitirse para los últimos años pero, como su misma respuesta aclara, 
el PGOU se aprobó definitivamente en 1980 y tampoco durante los muchos años de bonanza económica 
se desarrollaron las previsiones que afectaban al inmueble de la afectada que, en definitiva, lleva unos 34 
años a la espera de una expropiación que no se concreta con los indudables perjuicios que ello conlleva. 

La modificación propuesta por esta Institución en ningún caso debería conllevar la supresión de la zona 
verde prevista, puesto que, en caso de desistirse de la expropiación prevista, debería compensarse en 
otro lugar adecuado. Es más, lo cierto es que la ciudadanía, a causa de la ausencia de impulso al desarrollo 
del planeamiento, lleva esos mismos 34 años sin contar con dicha zona verde.

En fin, la revisión a la que se alude por el Ayuntamiento como solución para este problema, para la que no 
se adelanta plazo alguno, es una expectativa muy lejana para la solución del problema de la reclamante 
y para la propia implantación de la zona verde puesto que tampoco puede adelantarse si las previsiones 
que recoja son realistas y viables en esta ocasión y pueden concretarse en los plazos establecidos.

...

01.XII.2.1.4
Accesibilidad

El principio y el derecho a la igualdad garantizado en el art. 14 CE exige que se pongan en marcha medidas, 
tal y como prevé el art. 49 CE, para facilitar la integración de las personas con movilidad reducida. En este 
contexto normativo constitucional se aprobó, en su día, la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social 
de los Minusválidos (LISMI) y, posteriormente, tras los procesos de transferencias autonómicas, distintas 
normas por parte de las Comunidades Autónomas y del Estado, tendentes a garantizar ese derecho, que 
posee una naturaleza claramente trasversal.

Efectivamente, se trata de un derecho cuya garantía afecta a distintos ámbitos competenciales de la 
Administración, entre los que es muy destacable el de la accesibilidad. De hecho, no sólo hemos tramitado 
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de oficio y a instancia de parte numerosas quejas por esta causa, sino que hemos realizado Informes 
Especiales como, por ejemplo, en noviembre de 1994, sobre las Barreras en Andalucía: la Accesibilidad y 
Eliminación de las Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y en el Transporte en Andalucía, el primero que se 
hizo en nuestro país sobre este tema, o el de Veinte Años de Intervenciones del Defensor del Pueblo Andaluz 
en Defensa de los Derechos de las Personas con Discapacidad en Andalucía, de diciembre de 2003, el Informe 
Especial sobre El Parque Residencial Sin Ascensor en Andalucía: Una Apuesta por la Accesibilidad, de septiembre 
de 2010, y más recientemente el ya citado en distintas partes de este Informe Anual sobre Seguridad, 
Accesibilidad y Calidad Ambiental en los Espacios Urbanos Peatonales de las Ciudades Andaluzas, de Marzo 
de 2014.

Pues bien, treinta y cinco años después de aprobarse la Constitución, continuamos estando muy lejos de 
construir esa ciudad sin barreras, accesible y que garantice su uso para toda la ciudadanía a que obligaba 
el contenido de los preceptos constitucionales mencionados. En ese contexto, en nuestro Informe Especial 
hemos propuesto la puesta en marcha de las siguientes medidas:

•	 Hemos recomendado que los planes de actuación tengan realmente una intervención integradora 
y sistemática y que no se utilice esta denominación para actuaciones parciales sin continuidad que, 
con frecuencia, se limitan a la adaptación de un número exiguo de calles y, en el mejor de los casos, 
en su conexión con alguna plaza u otro tipo de espacio libre o zona verde.

•	 Que se adopten medidas para que se supervise, con plena garantía y evitando las situaciones 
absolutamente rechazables que se continúan generando, que toda obra nueva o de reforma que se 
realice en las infraestructuras de la ciudad y singularmente en los itinerarios y espacios peatonales 
se ejecute con plena observancia de la normativa de accesibilidad lo que, con frecuencia, hemos 
verificado que no se cumple. 

•	 Que se dote de congruencia a los diseños nuevos y adaptaciones a la exigencia de accesibilidad de 
estos espacios evitando situaciones inaceptables, como que quede interrumpida la accesibilidad del 
espacio peatonal por la existencia de barreras no suprimidas, rampas mal ejecutadas, autorizaciones 
de instalación de mobiliario, ya sean de titularidad publica o privada, que impiden o dificultan la 
accesibilidad previamente alcanzada con la obra nueva o de reforma, etc.

•	 Que se facilite la participación, real y efectiva, de las personas con movilidad reducida a la hora de 
elaborar los planes y proyectos de accesibilidad.

Sin perjuicio de esta actuación singular, hemos continuado tramitando quejas de oficio y a instancia de 
parte, como es el caso de la queja 13/5141, en la que se dirigió a esta Institución el coordinador de una 
plataforma compuesta por varias asociaciones y entidades (asociaciones de personas con discapacidad, 
asociaciones de vecinos, culturales, consumidores y usuarios y ONG) del municipio cordobés de Lucena 
denunciando el incumplimiento de la normativa de accesibilidad del edificio que alberga la sede judicial 
de Lucena, situada en la C/ San Pedro, número 43, de dicha población. 

Añadía en la misma que, tratándose de un edificio que acoge servicios de primera necesidad como los Juzgados 
de Primera Instancia, Juzgado de Guardia, Registro Civil y otros servicios, resulta muy grave que carezca de 
vado de acceso peatonal en el acerado, ni sea posible el acceso de personas usuarias de sillas de ruedas al 
inmueble por carecer de rampa o de otro elemento de ayuda técnica. Siempre según este coordinador, el 
edificio dispone de dos plantas, resultando que la planta baja tiene dos niveles salvados con ayuda técnica, 
pero que no se ha dispuesto de ningún elemento que permita el acceso de personas usuarias de sillas de 
ruedas a la primera planta, ni tampoco dispone de aseos adaptados en ninguna de dichas plantas.

Tras dirigirnos a la Consejería de Justicia e Interior, finalmente hemos conocido las medidas adoptadas 
para salvar los problemas de accesibilidad que, en la actualidad, presenta la sede judicial de Lucena: para 
solventar el problema del desnivel, a mediados de diciembre de 2013 se había instalado una rampa móvil 
de material antideslizante para acceder a la sede judicial desde el acerado público, que se utiliza a demanda 
de los usuarios que lo requieran. Añadían que, cuando las disponibilidades presupuestarias lo permitan, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/instalan-una-rampa-m%25C3%25B3vil-para-facilitar-el-acceso-sede-judicial-de-personas-con-capacidad-re
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existe el proyecto de construir un nuevo Palacio de Justicia en esa localidad, que contemplará la eliminación 
de todas las barreras arquitectónicas.

De acuerdo con ello y aunque no sea la solución más deseable por su carácter no permanente y colocarse 
a demanda del usuario, lo cierto es que permite solventar la accesibilidad a este inmueble público. Ante 
las objeciones técnicas que se aducen para instalar una rampa permanente y el hecho de que se tiene 
previsto, cuando las posibilidad presupuestarias lo permitan, construir una nueva sede judicial, en principio, 
no consideramos procedentes nuevas gestiones en la tramitación de este expediente de queja al haberse 
estimado, siquiera sea parcialmente, lo demandado por la Plataforma reclamante.

La queja 13/4156 se tramitó a instancias de la representante de una comunidad de propietarios de un 
edificio de Rota (Cádiz) en el que residían 20 personas, de las que más del 

50% tenía una edad superior a los 70 años y en el que, incluso, un anterior propietario tuvo que cambiar su 
domicilio por la imposibilidad de acceder a la vivienda por los peldaños de escaleras situados en el portal 
de entrada. 

En su escrito nos decía que “Tras varias reuniones con la Delegada de Urbanismo, no se muestra contraria a la 
construcción de la rampa pero nos informa que tendríamos que abonar el canon por concesión administrativa 
de 36,30€ año por m². Existen algunas deducciones que tampoco nos aseguran que se nos puedan aplicar. Según 
las directrices que marca el Ayuntamiento la rampa que deberíamos construir tienen una longitud de 20 metros X 
1,50 metros de ancho lo que supone un canon anual de 1.060 €. Se ha solicitado varias veces al Ayuntamiento que 
en atención a la imperiosa necesidad de la construcción de la rampa se nos exima del canon establecido, dado 
que a pesar de la superficie que necesitamos ocupar, aún quedarían 4,80 metros de acera hasta la calzada”.

Desde esta Institución se entendió que no resultaba asumible la exigencia de una contraprestación por 
dicha ocupación parcial, cuando resulta obvio y patente la ausencia de afán de enriquecimiento alguno 
en dicha ocupación parcial, por lo que formulamos, a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Rota, 
Sugerencia de que, de acuerdo con los mencionados preceptos constitucionales y estatutarios, se aplique 
una exención total del canon por concesión administrativa, siempre y cuando la finalidad de la ocupación 
parcial y a precario del espacio público tenga por finalidad dotar de accesibilidad a los inmuebles en 
los que residan personas discapacitadas y no existan otras alternativas técnicas y menos costosas que 
permitan superar las barreras arquitectónicas que el inmueble presente.

Como respuesta, el Ayuntamiento nos comunicó que la Junta de Gobierno Local acordó que, en la aprobación 
de las Ordenanzas Fiscales para el ejercicio 2014, se modificaría el artículo 5.3 de la Ordenanza Fiscal 
2.26, dentro de la tarifa 6ª en su apartado c), para regular expresamente las concesiones que tengan por 
objeto el acceso a viviendas de personas con problemas de accesibilidad, previéndose una bonificación 
de hasta el 90%.

Pues bien, entendimos que ello suponía, en términos generales, la aceptación de la sugerencia formulada 
por esta Institución por lo que dimos por concluidas nuestra intervención en este asunto.

01.XII.3
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones

...

•	 Queja 14/974, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la creación de barreras urbanísticas en 
obras de nueva ejecución.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/rebatimos-un-canon-por-ocupar-la-v%25C3%25ADa-p%25C3%25BAblica-por-obras-destinadas-mejorar-la-accesibilidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-bonificar%25C3%25A1-el-canon-por-instalaci%25C3%25B3n-de-rampa-en-dominio-p%25C3%25BAblico
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/nos-interesamos-por-la-accesibilidad-de-nuevas-obras-ejecutadas


65INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

•	 Queja 14/2462, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, por ocupación del acerado de las calles del centro 
de Sevilla con macetones que impiden el paso de personas con movilidad reducida.

•	 Queja 14/4116, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la exención del pago del aparcamiento 
en zona azul para todas las personas con movilidad reducida tras la publicación de la Ordenanza 
Municipal de Accesibilidad Universal de Sevilla.

...

CAPÍTULO 01.XIII VIVIENDA

01.XIII.2.1
La necesidad de vivienda en Andalucía

Han sido muy numerosas las quejas recibidas, en las que los ciudadanos y ciudadanas, solicitaban nuestro 
amparo, con el propósito de poder acceder a una vivienda digna, al haber fracasado sus gestiones ante 
las administraciones competentes en esta materia.

Detrás de cada queja que recibimos, se esconden situaciones como poco, dramáticas. Nos encontramos 
con familias que han perdido su vivienda, como consecuencia de un procedimiento de ejecución de título 
hipotecario, tras haber invertido en ella los ahorros de toda una vida, encontrándose en la calle, sin un techo 
donde cobijarse, viviendo en un coche o una furgoneta o, en el mejor de los casos, son acogidos por familiares, 
produciéndose situaciones habitacionales que creíamos superadas desde hace tiempo para la inmensa mayoría 
de la población y que están lejos de cumplir con las condiciones de dignidad y adecuación de la vivienda.

Asimismo, nos encontramos con familias que se han visto obligadas a acceder a inmuebles tanto de propiedad 
privada como pública, en la mayoría de los casos de forma irregular, que no tienen la consideración de 
viviendas o que aún siendo consideradas como tales, no reúnen condiciones mínimas de habitabilidad, 
tratándose más bien de infravivienda, sin luz, ni agua, conviviendo con roedores e insectos. Tal es el caso 
de la queja 13/2584, queja 14/4402, queja 13/921, queja 14/4177, queja 14/5550, queja 14/5351, queja 
14/3750, queja 14/3478, etc.

En este sentido, merece ser destacado, el caso que encierra la queja 13/2584. La interesada, ya se 
había dirigido a esta Institución en el año 2011. En aquella ocasión, exponía que era mujer separada, que 
había sufrido malos tratos y vivía con sus dos hijas menores de edad, de la caridad de su familia, en una 
vivienda ocupada irregularmente.

Declaraba, que el personal de trabajo social que se había encargado de su caso, le prometió que si 
abandonaba la vivienda que ocupaba ilegalmente, se le adjudicaría una vivienda protegida. Añadía, que 
ella cumplió su parte del trato, no en cambio los servicios sociales.

De la investigación promovida por esta Institución, pudimos concluir que se estaban realizando las 
actuaciones necesarias en aras a poder adjudicar una vivienda a la interesada, por lo que acordamos 
decretar el archivo de las actuaciones en la queja, al considerar que el asunto estaba en vías de solución.

No obstante, en virtud de comunicación de fecha 31 de marzo de 2012, la interesada se vuelve a dirigir a 
esta Institución, exponiendo que tras haberse encontrado en la calle, en esos momentos estaba recogida 
en el albergue municipal, con sus dos hijas menores, de 14 y 8 años de edad.

Por último insistía en que reunía todos los requisitos para ser beneficiaria de una vivienda de promoción 
pública en régimen de alquiler: estaba inscrita en el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida, era 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/macetones-en-v%25C3%25ADa-urbana-que-impiden-el-paso-de-personas-con-movilidad-reducida
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/investigamos-la-regulaci%25C3%25B3n-del-aparcamiento-en-zona-azul-en-sevilla-para-personas-discapacit
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/consigue-una-vivienda-de-segunda-ocupaci%25C3%25B3n
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víctima de violencia de género, se encontraba en situación de riesgo de exclusión social y había menores 
afectados.

Resultaba llamativo, que en el año 2009, los servicios sociales del Ayuntamiento de Córdoba, elaboraran el 
correspondiente informe social, proponiendo con la máxima prioridad, la adjudicación de una vivienda a la 
interesada, dada la urgencia de garantizar la integridad de los menores afectados por el problema de la 
vivienda, y sin embargo, cuatro años después, no haya sido posible satisfacer su necesidad de vivienda.

En consecuencia, dada la precaria situación de la interesada y sus hijas menores, y el excesivo tiempo 
transcurrido desde que solicita, a la vez que los servicios sociales asumieran el compromiso de 
adjudicarle una vivienda, nos dirigimos a Viviendas Municipales de Córdoba S.A., (VIMCORSA) formulando 
a dicha empresa municipal la oportuna Recomendación a fin de que sin más demoras llevara a cabo 
las actuaciones que resultasen necesarias, en aras a satisfacer la necesidad de vivienda que tenía 
acreditada la interesada.

Vimcorsa nos respondió que se le había adjudicado a la interesada una vivienda de segunda ocupación, 
de la que ya se le habían entregado las llaves. Por consiguiente, tras haber sido aceptada la Resolución 
de esta Defensoría, y por ello, haberse resuelto satisfactoriamente el problema de la interesada, 
decretamos el archivo de las actuaciones en la queja.

Otro ejemplo lo encarna la queja 13/921, en la que, la interesada, madre viuda, de 29 años de edad, 
tiene cuatro hijos, de los cuales tres son discapacitados, uno padece una discapacidad psíquica y otros 
dos, tienen limitaciones funcionales y retrasos madurativos.

La unidad familiar, sin recursos económicos, vivía en un inmueble de forma irregular, por lo que en unos 
meses se verían obligados por la fuerza de la ley a abandonar la vivienda, sin tener donde ir.

No obstante, el Ayuntamiento de Sevilla nos informó que la interesada no cumplía los requisitos para 
ser beneficiaria de una vivienda de promoción pública. Debiendo para ello, inscribirse en el Registro 
de Demandantes de Vivienda Protegida de Emvisesa, y solicitar la intervención de los servicios sociales, 
para que fueran éstos los que constataran su necesidad urgente de vivienda, y poder de esta forma, 
acogerse, a la excepción que prevé el reglamento regulador del mentado registro municipal, para 
el acceso a una vivienda de promoción pública, mediante su inclusión en la lista de solicitantes de 
vivienda de segunda ocupación.

A la vista de dicha información, nos pusimos en contacto con la afectada, trasladándole la necesidad de 
cumplimentar dichos requisitos a la mayor brevedad.

Pues bien, tras haber podido comprobar que la interesada se encontraba inscrita en el Registro de 
Demandantes de Vivienda Protegida de EMVISESA, y de que existía un informe emitido por los servicios 
sociales, constatando su necesidad urgente de vivienda, pudimos igualmente conocer, que tras haber 
transcurrido, varios meses, la solicitud de vivienda de la interesada, no había obtenido respuesta, lo que 
nos obligó a reabrir el expediente de queja, en el cual en estos momentos aún está inconcluso.

Otra muestra de la problemática comentada lo es la queja 14/2532. En ella la interesada exponía que en 
poco tiempo iba a ser desahuciada de lo que constituía su domicilio habitual. Tenía dos hijos, de seis y 
dos años de edad. Y tanto ella como su marido se encontraban desempleados. Explicaba, que desde los 
servicios sociales se le había informado ”que no podían ayudarla”.

Por último, vamos a hacer mención del expediente de queja 14/5237. En esta queja la interesada manifestaba 
que desde hacía tres años se encontraba viviendo en un coche. Y añadía que, pese a haber solicitado 
reiteradamente la ayuda de los servicios sociales, no se le había ofrecido una solución a su situación.

Pero no todo son malas noticias, en algunos casos acogemos con gran satisfacción la respuesta de la 
Administración al comunicarnos que el asunto que motivó nuestra intervención en la queja se encuentra 
solucionado al habérsele adjudicado una vivienda a la persona interesada.
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Muestra de la situación descrita lo son las siguientes quejas: queja 13/6212, queja 13/4791, queja 13/2317, 
queja 13/3010, queja 13/5625, queja 13/4437, queja 13/6212, queja 13/3355, queja 13/4929, queja 
13/6339, queja 13/2965

Destacamos la queja 13/6212, el que la interesada, nos explicaba que vivía junto con su pareja e hija 
de ocho años en un piso de alquiler. Y añadía que se encontraba en período avanzado de gestación. Sin 
embargo, su precaria situación económica le impedía hacer frente al pago del alquiler.

Por lo que, tras haber generado un deuda por este concepto de varios meses, la propiedad del inmueble 
había promovido un procedimiento de desahucio, por lo que tan pronto éste se resolviera, tendría que 
abandonarlo, sin tener ningún otro sitio donde ir. Finalmente, el Ayuntamiento procedió a adjudicarle una 
vivienda.

O la queja 13/5625 en la que nuestra reclamante nos decía que vivía en un albergue con sus tres hijos 
menores de 12, 6 y 3 años de edad. Sin posibilidad alguna de acceder a una vivienda en régimen de alquiler, 
toda vez que sus ingresos en computo anual ascendían a la cantidad de 5.695 euros. Vimcorsa nos informó 
que se había adjudicado a la interesada una vivienda de segunda ocupación.

Continuando con nuestra exposición de las diversas cuestiones planteadas, hemos de llamar la atención 
nuevamente, como ya tuvimos ocasión de hacerlo en el Informe Anual pasado, del hecho de que el perfil 
de las personas demandantes de una vivienda protegida, no es el de hace ya algunos años, sino que la 
mayoría de los demandantes de estas viviendas, se encuentra en una precaria situación económica, muchos 
de ellos, en situación declarada de riesgo de exclusión social.

De esta forma, podemos concluir que la demanda de vivienda de promoción pública, continúa dirigida, 
fundamentalmente, a las viviendas de promoción pública de titularidad de la Comunidad Autónoma, 
popularmente conocidas como viviendas de segunda ocupación, a las que se accede por la vía de excepción 
al Registro Municipal de Demandantes de vivienda protegida, a propuesta de los servicios sociales.

Sin embargo, como igualmente tuvimos ocasión de comentar en el Informe correspondiente a la dación 
de Cuentas del año 2013, tras la investigación promovida por esta Defensoría con ocasión de las distintas 
quejas recibidas, hemos podido comprobar que en nuestra Comunidad Autónoma, no hay suficiente oferta 
de viviendas protegidas en alquiler adecuadas a los perfiles de la que percibimos como actual demanda.

En la mayoría de los supuestos que estamos relatando, las personas promoventes de las quejas alegan 
la respuesta insuficiente por parte de los poderes públicos para solventar estas situaciones.

De esta situación es fiel reflejo la queja 14/2391, en la que la interesada solicitaba el amparo de esta 
Defensoría, a fin de que se le adjudicase una vivienda de promoción pública, en régimen de alquiler social, 
ya que la vivienda en la que vivía con su familia estaba en un pésimo estado de habitabilidad, el techo 
se estaba cayendo, y estaba plagada de ratas. Explicaba también que tenía un hijo y estaba esperando 
otro, y carecía de cualquier familia extensa que pudiera acogerlos. Denunciaba asimismo que, la única 
respuesta que había recibido a su petición, es que tenía que esperar, siendo su solicitud la número 525.

Así, desde esta perspectiva y consciente esta Institución del grave problema de vivienda que afecta a una 
gran parte de la población andaluza, y en particular, a un sector muy numeroso de la población infantil, 
venimos reclamando, insistentemente desde hace años, que las políticas de vivienda no tienen que ser 
generadoras de bienes destinados a formar parte del patrimonio de la ciudadanía en un país, en el que se 
ha aludido siempre a preferencias culturales, donde, con sus ventajas e inconvenientes, desde la política 
pública de vivienda se ha fomentado siempre este modelo, siendo así que casi el 84% de las viviendas 
existentes se tienen a título de propiedad.

De manera que, dada la situación actual, había que apostar, decidida y mayoritariamente, por la rehabilitación 
de los inmuebles existentes, su reciclaje completo. Así, hay que poner en valor el patrimonio público de 
viviendas heredado, no sólo rehabilitándolo sino reciclando e incluyendo su demolición, si fuera aconsejable, 
para liberar suelo que permita un mejor aprovechamiento residencial. Para ello, se podrían conveniar, en 
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el marco de los PGOU, con las empresas privadas y los Ayuntamientos los nuevos aprovechamientos con 
garantía de realojo sin coste para los antiguos propietarios.

Por otra parte, se revela como urgente e imprescindible, la creación de un gran parque público de vivienda 
protegida de alquiler adaptado a los diversos perfiles económicos y, para ello, aprovechar la oportunidad 
que pueden ofrecer las viviendas que poseen las entidades financieras a precios asequibles y, de manera 
singular las que están calificadas como protegidas.

08.4
CAPÍTULO 02. OFICINA DE ATENCIÓN CIUDADANA

02.2 
Intervenciones realizadas por parte de 
la Oficina de Atención Ciudadana
...

Consulta 14/6669. 

En septiembre se personó ante nuestra Oficina un ciudadano de 37 años que manifestaba llevar tres meses 
viviendo en la calle. Nos exponía que había acudido al Centro de Orientación e Información Social (COIS) donde 
lo remitían a la unidad de trabajo social que le correspondía en atención al lugar de empadronamiento, que 
era distinto del lugar en el que residía de facto.

Manifestaba no entender este hecho y, por tal motivo, solicitaba nuestra intervención ya que necesitaba 
acceder algunos días a una plaza en el albergue municipal antes de ingresar en un centro.

Dada la urgencia de la situación descrita, contactamos con el COIS donde corroboraron que efectivamente 
ellos sólo atienden a ciudadanos sin domicilio, ni empadronamiento y a los que les derivan directamente desde 
los hospitales. El resto de ciudadanos tiene que acudir a su Unidad de Trabajo Social, que estudia su situación 
y las posibles vías de intervención. 

De esta forma informamos al interesado acerca de la necesidad de solicitar una cita con la Unidad de Trabajo 
Social de su zona.

...


